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Introducción
La transición que la sociedad colombiana decidió realizar para superar el 
conflicto armado que enfrentó al Estado con las Fuerzas Armadas Revolu-
cionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP) incluye procesar 
penalmente a los máximos responsables de los crímenes más graves, para 
lo cual se creó la Jurisdicción Especial para la Paz ( JEP). La apuesta por 
un proceso holístico de justicia transicional, que pretenda garantizar los 
derechos de todas las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la no 
repetición implica, necesariamente, pensar en las dinámicas de surgimien-
to, escalamiento y persistencia del conflicto mismo, estrechamente ligadas 
a la forma en que se financió la guerra y su relación con la economía.
Allí entran en juego los actores económicos, aquellas personas que 
realizan actividades empresariales o comerciales y que, en desarrollo de 
estas y sin hacer parte de ninguno de los bandos en confrontación, hayan 
contribuido (presuntamente) a delitos cometidos en el marco del con-
flicto armado. Entender la forma en que estas personas actuaron, los con-
textos en los que se encontraban insertos y sus responsabilidades penales, 
por lo menos en los delitos más graves, es crucial para garantizar los dere-
chos de las víctimas, cumplir la obligación del Estado de investigar, juzgar 
y sancionar las violaciones de los derechos humanos, dar un cierre jurídi-
co completo al conflicto y, a fin de cuentas, para que la sociedad colombia-
na entienda el papel que jugaron los actores económicos en el conflicto.
El Acuerdo Final de Paz (AFP) y la reforma constitucional que creó 
la JEP materializaron esto e incluyeron a los actores económicos, dentro 
de la figura de terceros civiles, como sujetos de la competencia de la JEP.1 
1 A través del texto se utilizan las categorías “tercero civil” y “actor econó-
mico” para identificar a ciertos sujetos que pueden acudir ante la JEP. La 
figura legal es la de “tercero civil” y constituye un género de personas con-
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No obstante, en la revisión de constitucionalidad de dicha reforma,2 la 
Corte Constitucional determinó que los terceros civiles, incluidos los ac-
tores económicos, solo acudirían a la JEP de forma voluntaria. Por tanto, 
si no manifestaran dicha voluntad, sería la jurisdicción ordinaria quien 
conocería sus casos. Es decir, a partir de ese momento Colombia cuenta 
con dos escenarios judiciales en los que se determinará la responsabili-
dad de los actores económicos por los delitos que cometieron en el mar-
co del conflicto armado: i) la justicia ordinaria, como regla general; y ii) 
la JEP, como excepción, solo cuando el actor manifieste su voluntad de 
acogerse a esta.
Esto genera dinámicas e interacciones difíciles de resolver y le impo-
ne a la JEP una carga que, en principio, no le correspondía: generar incen-
tivos para que los terceros civiles –y, por ende, los actores económicos– se 
sometan a su competencia a cambio de los beneficios punitivos, siempre 
y cuando cumplan las obligaciones que establece el Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR): i) aportar ver-
dad plena; ii) contribuir a la reparación de las víctimas; iii) garantizar la 
no repetición. Al tiempo que genera estos incentivos, se espera que la JEP 
cumpla con sus objetivos con respeto al debido proceso y los derechos 
de las víctimas, y que actúe conforme al marco normativo aplicable, que 
incluye el aparato normativo de derecho interno que fue diseñado especí-
ficamente para ella, el derecho penal colombiano y las normas de derecho 
internacional pertinentes.
Este documento persigue un doble propósito: de una parte, sociali-
zar insumos a disposición de la JEP para llevar a cabo esta labor, basados 
en investigaciones previas del Centro de Estudios de Derecho, Justicia y 
Sociedad (Dejusticia) y la Red de Justicia Transicional de la Universidad 
de Essex (Essex Transitional Justice Network); y, de otra, proponer cursos 
sistente en todas aquellas que, sin hacer parte de ninguno de los bandos 
en confrontación, participaron en delitos en el marco del conflicto armado 
colombiano. En ese entendido, este término es utilizado cuando lo que se 
afirma es aplicable a todo el género de “terceros civiles”. Por otro lado, 
“actor económico” es una especie dentro del género que no está definida 
en la Constitución o la ley, y que corresponde a aquellos “terceros civiles” 
que desarrollaban actividades comerciales o empresariales. Este término 
es utilizado cuando las afirmaciones se refieren específicamente a este 
grupo.
2 Corte Constitucional, Sentencia C-674 de 2017, M. P. Luis Guillermo Gue-
rrero Pérez.
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de acción para superar las dificultades que pueden surgir en el marco del 
proceso para responsabilizar a actores económicos al interior de la JEP 
por su participación en los delitos de su competencia.
Estos insumos y recomendaciones están divididos en cuatro grandes 
grupos. Dado que inevitablemente la JEP recibirá información relaciona-
da con actores económicos, hayan manifestado su voluntad de comparecer 
o no, el primer grupo de recomendaciones tiene que ver con la forma en 
que dicha información debe ser recibida y procesada. Allí se parte de dos 
bases fundamentales: respetar la decisión de la Corte Constitucional rela-
cionada con la competencia de la JEP sobre terceros y, al mismo tiempo, 
la potencialización de las capacidades de la jurisdicción para incentivar a 
los actores económicos a acudir a ella, cumplir el mandato de integralidad 
del sistema contenido en el AFP, y aprovechar la información recolectada 
para los procesos sobre responsabilidad en los que sí tiene competencia.
El segundo grupo de recomendaciones se centra en la forma en que 
la JEP debe entender su propia competencia respecto de los actores eco-
nómicos como terceros civiles. Algunos de los desafíos interpretativos 
son: i) la forma en que se deben resolver las controversias sobre la com-
petencia de la jurisdicción sobre terceros civiles; ii) la definición que debe 
utilizar la JEP sobre qué es participación directa o indirecta en crímenes 
cometidos en el marco del conflicto armado; iii) la manera en que se debe 
abordar un caso para determinar si existe conexión suficiente con el con-
flicto o no.
El tercer grupo de recomendaciones está dirigido a dar insumos a la 
JEP para el proceso de rendición de cuentas de los terceros que sí acudan 
a ella, específicamente respecto de la adjudicación de casos y el estudio de 
la responsabilidad penal que podrían ostentar estos en crímenes determi-
nados. Estas recomendaciones giran en torno a dos ejes: i) los elementos 
de la responsabilidad penal en casos donde están involucrados actores 
económicos; ii) la forma en que un actor económico podría alegar la exis-
tencia de un eximente de responsabilidad en su caso, especialmente el de 
coacción. Finalmente, en la sección cuarta recogemos un grupo de reco-
mendaciones sobre la priorización y selección de casos como herramienta 
para avanzar en la agenda de responsabilidad penal de actores económicos 
por su participación en delitos en el marco del conflicto.
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SOBRE LA DOCUMENTACIÓN DE LA PRESUNTA 
PARTICIPACIÓN DE ACTORES ECONÓMICOS  
EN DELITOS DE COMPETENCIA DE LA JEP
El primer paso en la adjudicación de responsabilidad de cualquier actor 
por un delito que presuntamente cometió es la investigación: la determi-
nación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron 
los hechos, las personas involucradas en los mismos y los contextos que los 
rodearon. Estas son cuestiones especialmente importantes cuando se está 
en presencia de graves violaciones de los derechos humanos y del dere-
cho internacional humanitario (DIH), como las ocurridas en el conflicto 
armado interno colombiano, dada la obligación que tiene el Estado de in-
vestigar, juzgar y sancionar (Uprimny, Sánchez y Sánchez, 2014).
Los casos de delitos en los que presuntamente participaron actores 
económicos no son ajenos a esta lógica, de manera que las siguientes re-
comendaciones apuntan a visibilizar este posible involucramiento y la im-
portancia de una investigación adecuada para develar el rol que pudieron 
tener, independientemente de la calificación jurídica que luego se lleve 
a cabo (Michalowski et al., 2018). Esto con la intención de cumplir los 
objetivos de la investigación que, según el marco normativo de la JEP, 
incluyen determinar las circunstancias geográficas, económicas, sociales, 
políticas y culturales que rodearon los delitos; identificar las estructuras y 
el funcionamiento de las organizaciones criminales que los cometieron; 
develar el plan criminal; asociar casos; identificar presuntos responsables 
y víctimas; determinar los móviles de las conductas; entre otros.1
Asimismo, la actividad de la JEP relacionada con la recepción y ges-
tión de la información, la construcción de contextos y la forma en que 
1 República de Colombia, Ley 1922 de 2018, artículo 11.
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se direcciona la posible participación de actores económicos en la juris-
dicción tiene una finalidad adicional: incentivar la declaración de some-
timiento a la JEP libre y voluntaria de actores económicos en su calidad 
de terceros civiles. Es posible que, a partir de la información que reciba 
la JEP, su procesamiento y, posteriormente, su puesta en conocimiento 
de los interesados, se creen condiciones para que los actores económicos 
entiendan que la participación en el SIVJRNR es judicialmente más bene-
ficiosa que una posible intervención de la justicia ordinaria en sus casos. 
Desde la decisión de la Corte Constitucional, para conocer la parte de 
verdad que les corresponde, así como para responsabilizarlos y conseguir 
que colaboren con la reparación de las víctimas, el SIVJRNR depende de 
la voluntad de los actores económicos. Solo si estos entienden que es más 
beneficioso para su situación jurídica acudir a la JEP y a los demás órganos 
del SIVJRNR, será posible un cierre total del conflicto por la vía del com-
ponente de justicia de la justicia transicional colombiana.
Estas recomendaciones están divididas en cinco grandes grupos. En 
primer lugar, se presentarán las relacionadas con la recepción y gestión 
adecuada de la información relativa a actores económicos que llegue a las 
distintas salas y secciones de la JEP. Luego aparecen aquellas que tienen 
que ver con la correcta construcción de los contextos en que se encon-
traban inmersos los delitos en los que posiblemente participaron actores 
económicos. Posteriormente, se aborda la necesidad de notificar al tercero 
sobre la existencia de información que lo compromete, para que decida 
si acude o no a la JEP, mientras que en la cuarta parte se discutirán cues-
tiones relacionadas con las compulsas de copias y la forma en que la JEP 
debe entregar la información recabada cuando el actor económico decida 
no acudir a ella y que su caso sea tramitado por la jurisdicción ordinaria. 
En la sección final se presentarán recomendaciones encaminadas a brin-
dar algunas orientaciones a la JEP en lo atinente a la manera de recolectar 
información adicional sobre actores económicos.
Recepción y gestión adecuada de la información 
El sistema de justicia penal transicional diseñado en el AFP se basa en 
un principio claro: la colaboración de los actores involucrados en el es-
clarecimiento de la verdad, la asunción de responsabilidades y la repa-
ración integral, a cambio de beneficios o sanciones diferentes a las del 
derecho ordinario. Así, para participar en la JEP y recibir las sanciones 
propias o alternativas, el procesado deberá cumplir tres obligaciones 
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concretas: i) aportar verdad plena; ii) coadyuvar en la reparación de las 
víctimas; iii) garantizar la no repetición.2
El primer paso para que una persona sea sujeto de competencia de 
la JEP es acudir ante la Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsa-
bilidad (SRVR) para “relatar, cuando se disponga de los elementos para 
ello, de manera exhaustiva y detallada las conductas cometidas y las cir-
cunstancias de su comisión, así como las informaciones necesarias y sufi-
cientes para atribuir responsabilidades”.3 De forma paralela, el procesado 
puede ingresar a través de una solicitud de aplicación de las medidas de 
competencia de la Sala de Amnistía e Indulto (SAI) o de la Sala de Defini-
ción de Situaciones Jurídicas (SDSJ).
Asimismo, en las labores de la JEP la participación de víctimas, socie-
dad civil e instituciones estatales en la recolección de información relacio-
nada con el conflicto armado interno es clave. De acuerdo con el artículo 
29 del proyecto de ley estatutaria para la JEP, la SRVR recibirá informes 
presentados por la Fiscalía General de la Nación (FGN), la justicia penal 
militar, la jurisdicción especial indígena, la Procuraduría General de la Na-
ción, la Contraloría General de la República y cualquier otra jurisdicción 
o entidad que hubiese llevado a cabo una investigación por conductas de 
competencia de la JEP; así como por organizaciones colombianas de víc-
timas, indígenas, negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, rom y de 
derechos humanos.
Dentro de este cúmulo de información deberían aparecer datos o 
menciones relevantes para responsabilizar a los actores económicos, sea 
porque se les mencione de manera directa o porque aparezcan datos con-
textuales que puedan colaborar en el esclarecimiento de los hechos y su 
participación en ellos. Así, dentro de este grupo de recomendaciones se 
plantean posibles soluciones a los problemas que se pueden derivar de la 
recepción y gestión de información relacionada con actores económicos 
en el marco de la JEP.
Recibir información sobre terceros civiles de todas 
las fuentes permitidas por la Constitución y la ley
Durante sus primeros años de funcionamiento la JEP recibirá una gran 
cantidad de información desde fuentes muy distintas, y el desarrollo 
2 Congreso de la República, Proyecto de Ley Estatutaria 008 de 2017 (Se-
nado) y 016 de 2017 (Cámara), “Estatutaria de la administración de justi-
cia en la Jurisdicción Especial para la Paz”, artículo 20.
3 Idem.
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normal de sus funciones llevará a que, inevitablemente, reciba datos o 
menciones relevantes para el estudio de la responsabilidad de terceros ci-
viles, en general, y actores económicos, en particular. Desde la decisión 
de la Corte sobre la constitucionalidad del Acto Legislativo 01 de 20174 
existen distintas posiciones respecto de la posibilidad de la JEP de recibir 
y gestionar esta información. La presente recomendación apunta a enten-
der que la jurisdicción sí tiene la capacidad para recibir dicha información, 
y que solo en el momento que considere oportuno deberá trasladarla a la 
jurisdicción competente.
La Corte Constitucional limitó la competencia de la JEP para in-
vestigar, juzgar y sancionar a los actores económicos que no se someten 
voluntariamente a dicha jurisdicción por una presunta violación de la ga-
rantía del juez natural.5
En el contexto de la JEP, el respeto por la garantía del juez natural 
se predica de situaciones en las que un tercero civil va a ser investigado 
o juzgado por la propia jurisdicción. Ni la sola recepción de información 
relacionada con ese tercero, ni el procesamiento de esta para efectos de 
construcción de contextos, determinaciones de responsabilidad de otras 
personas o, incluso, llamados a los terceros y agentes estatales no comba-
tientes, para que decidan si comparecen a la jurisdicción o no, violan dicha 
garantía. En ese entendido, no existe obstáculo alguno para recibir y pro-
cesar la información relacionada con actores económicos.6 Más aún, los 
mandatos sobre develación de patrones de macrocriminalidad y correcta 
investigación de crímenes del sistema, que serán tratados más adelante, 
refuerzan la necesidad de recibir, procesar y conocer esta información.7
La SRVR recibirá los informes remitidos por las organizaciones de 
víctimas, indígenas, negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, rom, 
campesinas y de derechos humanos, y estas deberán ser uno de los pun-
tos de partida fundamentales de su trabajo. Asimismo, recibirá los de las 
entidades públicas que llevan a cabo investigaciones sobre hechos rela-
cionados con el conflicto armado interno colombiano ( JEP, 2018a). En 
4 Corte Constitucional, Sentencia C-674 de 2017, M. P. Luis Guillermo Gue-
rrero Pérez. 
5 Ibid., Sección 5.5.2.
6 Con excepción de la prohibición mencionada en la nota al pie 8 de este 
documento.
7 Ver infra apartado “Construcción de contextos y develación de patrones 
de macrocriminalidad”.
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ese marco, salvo que exista una prohibición legal o constitucional8 para la 
recepción de dicha información, y que se cumplan los requisitos dispues-
tos en el AFP y el marco regulatorio pertinente, la JEP no debería poner 
trabas a la presentación de los informes ni impedir que la sociedad civil o 
las instituciones entreguen información relacionada con terceros civiles 
que presuntamente participaron en delitos de su competencia.
8 El proyecto de ley estatutaria para la JEP prohíbe a la Fiscalía General de 
la Nación entregar a esta los informes sobre compulsas de copias remiti-
das por la jurisdicción de Justicia y Paz relacionadas con terceros civiles 
y agentes del Estado no integrantes de la fuerza pública. Proyecto de Ley 
Estatutaria 008 de 2017 (Senado) y 016 de 2017 (Cámara), “Estatutaria 
de la administración de justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz”, 
artículo 79.b. Sin embargo, esta prohibición no aplica en los casos en que 
los agentes o los terceros civiles expresen su voluntariedad para acogerse 
a la competencia de la JEP, y, en todo caso, conforme a lo dispuesto por 
la Corte Constitucional, dicha prohibición no excluye la posibilidad de que la 
JEP y la Fiscalía establezcan protocolos que le permita a la primera acceder 
a información sobre terceros que sea relevante para el análisis de alguno 
de sus casos. Véase Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. 
Antonio José Lizarazo Ocampo (Sección 3, análisis artículo 79, b).
INFORMES NO INSTITUCIONALESINFORMES INSTITUCIONALES
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FIGURA 1 
Fuentes de información inicial para la SRVR
FUENTE: elaboración propia.
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Diseñar protocolos adecuados de recolección, sistematización 
y gestión de la información relativa a actores económicos
La forma en que es recolectada, sistematizada y gestionada la información 
en una investigación penal es clave. Más cuando se trata de investigaciones 
relacionadas con crímenes de sistema o graves violaciones de los derechos 
humanos y del DIH, que normalmente tienen un iter complejo, con la par-
ticipación de distintos agentes y diferentes tipos de responsabilidad penal 
en cada uno de estos.
Adicionalmente, la experiencia colombiana en materia de mecanis-
mos de justicia dentro de modelos de justicia transicional ha demostrado 
lo difícil que es recolectar información derivada de investigaciones pena-
les previas cuando el ejercicio no ha sido pensado con anterioridad. Un es-
tudio reciente de Dejusticia y la Universidad de Essex (Michalowski et al., 
2018) presentó la experiencia de los tribunales de Justicia y Paz y la Uni-
dad de Restitución de Tierras, que identificaron la necesidad de recolectar 
y sistematizar la información relacionada con actores económicos mucho 
después de iniciadas las investigaciones y, por tanto, su trabajo se hizo más 
difícil de lo necesario para identificarlos y darles el trámite necesario.
Así, la recomendación en este punto es diseñar a priori los protoco-
los necesarios para la adecuada recolección, sistematización y gestión de 
la información relacionada con actores económicos y que esté en manos 
de la JEP, independientemente de la fuente de la que provengan. Esto es 
importante para toda la información recibida por la JEP, sin importar si 
tiene que ver con actores económicos o no; experiencias anteriores en 
recolección de información por graves violaciones de los derechos huma-
nos, como el proceso penal especial de Justicia y Paz, demostraron una 
necesidad clara de enfatizar en la importancia de diseñar protocolos espe-
cíficos para los diferentes tipos de sujetos y hechos.
La construcción de estos protocolos implica la existencia de un sis-
tema que contenga dicha información con garantías de confiabilidad y 
seguridad, así como una custodia adecuada de los medios de prueba de 
los que deriva y mecanismos para utilizarla de forma adecuada en la cons-
trucción de contextos, identificación de patrones de macrocriminalidad 
y decisión de casos relacionados con personas que se someten voluntaria-
mente a la JEP. Para eso es necesario un diagnóstico previo de las necesi-
dades de información concretas, y conocer cuál es la información que se 
debe recolectar, cuál es útil y necesaria para el ejercicio de la JEP, y cuál es 
la mejor forma de recolectarla, sistematizarla y gestionarla.
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El “Documento guía para la presentación de informes elaborados 
por organizaciones de víctimas, indígenas, negras, afrocolombianas, raiza-
les, palenqueras, rom y de derechos humanos colombianas” ( JEP, 2018a) 
es un primer paso valioso en el avance hacia una correcta recolección, sis-
tematización y gestión de la información. Este documento está basado en 
un enfoque províctima que entiende que las organizaciones tienen distin-
tas capacidades y que los requisitos normativos para la presentación de 
informes son pocos,9 pero que, al mismo tiempo, presenta pautas optati-
vas para que se entreguen archivos que tengan información de calidad y 
sean de fácil acceso para la jurisdicción. Ese enfoque es loable y deseable 
en el marco de una situación como la colombiana, pero le impone una 
carga adicional al trabajo de la SRVR, pues tendrá que procesar archivos 
que probablemente no sean interoperables entre ellos y que reposarán en 
formatos incompatibles entre sí. Adicionalmente, ninguno de los requi-
sitos normativos ni de los parámetros optativos incorporan la necesidad 
de identificar la calidad del sujeto mencionado dentro de aquellos sobre 
los cuales la JEP tiene competencia, a saber: i) miembros de grupos arma-
dos organizados que firmen un acuerdo de paz con el Gobierno nacional; 
ii) integrantes de la fuerza pública; iii) agentes estatales no combatien-
tes; iv) terceros civiles (Gobierno nacional de Colombia - FARC-EP, 
2016). Esto hará más difícil la identificación de menciones relacionadas 
con distintos tipos de actores en el barrido inicial de la información y en 
su sistematización.
Debido a esto, es importante el diseño de protocolos de procesa-
miento de la información recibida que permitan identificar a los distintos 
tipos de actores, sus relaciones y el rol en la presunta comisión de delitos 
dentro del conflicto armado interno. Como se explicó, esta labor depen-
derá de las funcionarias y los funcionarios de la JEP, pues esta parecería ser 
una carga desproporcionada si se impusiera a las organizaciones.
Con esto en mente, es necesario determinar un mínimo de informa-
ción que debe ser recabada al momento de identificar una mención a un 
actor económico y, en el mismo sentido, la que debe ser identificada como 
faltante, de manera que los operadores judiciales encargados de la revisión 
tengan clara la información disponible sobre la persona.
9 i) Identificación e información de contacto de quienes presentan el infor-
me; ii) relación descriptiva de los hechos sobre los que la organización 
posee información; iii) señalar si dicha información fue puesta en conoci-
miento de las autoridades (JEP, 2018a, pp. 5-6).
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La tabla 1 presenta una propuesta sobre los datos con que mínima-
mente debería contar la JEP y que se deberían buscar en los informes.
TABLA 1 
Información mínima por procesar de los informes recibidos por la JEP
Persona natural Persona jurídica
Categoría Dato Categoría Dato
Id
en
tifi
ca
ci
ón
 d
el
 a
ct
or
 
ec
on
óm
ic
o
Nombre completo
Id
en
tifi
ca
ci
ón
 d
el
 a
ct
or
 
ec
on
óm
ic
o
Razón social
Número de identificación 
tributaria (NIT) o el aplicable 
según el país de origen
Marcas asociadas
Número de identificación 
(cédula de ciudadanía, 
cédula de extranjería, 
registro civil, número de 
pasaporte, etc.)
Propietarios
Directivos
Personas directamente 
involucradas en la acción 
denunciada
Id
en
tifi
ca
ci
ón
 
de
l s
ec
to
r 
ec
on
óm
ic
o
Sector económico en el que 
actúa, según clasificación de 
la DIAN
Id
en
tifi
ca
ci
ón
 
de
l s
ec
to
r 
ec
on
óm
ic
o
Sector económico en el que 
actúa, según clasificación de 
la DIAN
Ub
ic
ac
ió
n 
de
l a
ct
or
 
ec
on
óm
ic
o Domicilio personal conocido
Ub
ic
ac
ió
n 
de
l a
ct
or
 
ec
on
óm
ic
o Domicilio de la persona 
jurídica
Domicilio comercial conocido
Establecimientos de 
comercio asociados a la 
persona jurídica
Ac
to
r c
on
 e
l q
ue
 
pr
es
un
ta
m
en
te
 
es
tu
vo
 
in
vo
lu
cr
ad
o
Identificación de la parte 
en el conflicto con la que 
el actor presuntamente se 
involucró (Fuerzas Armadas, 
grupos al margen de la ley, 
bandas criminales, etc.) Ac
to
r c
on
 e
l q
ue
 
pr
es
un
ta
m
en
te
 
es
tu
vo
 
in
vo
lu
cr
ad
o
Identificación de la parte 
en el conflicto con la que 
el actor presuntamente se 
involucró (Fuerzas Armadas, 
grupos al margen de la ley, 
bandas criminales, etc.)
D
el
ito
s 
po
r 
lo
s 
qu
e 
es
 s
eñ
al
ad
o
Resumen de los hechos por 
los que es señalado
D
el
ito
s 
po
r 
lo
s 
qu
e 
es
 s
eñ
al
ad
o
Resumen de los hechos por 
los que es señalado
Tipificación preliminar de 
los hechos por los que es 
señalado
Tipificación preliminar de 
los hechos por los que es 
señalado
Determinación preliminar 
del tipo de participación en 
los hechos por los que es 
señalado
Determinación preliminar 
del tipo de participación en 
los hechos por los que es 
señalado
Posibles eximentes de 
responsabilidad derivados 
de la información recibida
Posibles eximentes de 
responsabilidad derivados 
de la información recibida t
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Persona natural Persona jurídica
Categoría Dato Categoría Dato
Co
nt
ex
to
 d
e 
lo
s 
de
lit
os
 y
 e
l a
ct
or
Lugar de ocurrencia de 
los hechos por los que es 
señalado
Co
nt
ex
to
 d
e 
lo
s 
de
lit
os
 y
 e
l a
ct
or
Lugar de ocurrencia de 
los hechos por los que es 
señalado
Situación de violencia en el 
lugar de ocurrencia para el 
momento de los hechos por 
los que es señalado
Situación de violencia en el 
lugar de ocurrencia para el 
momento de los hechos por 
los que es señalado
Autoridades que operaban 
en la zona para el momento 
de los hechos por los que es 
señalado
Autoridades que operaban 
en la zona para el momento 
de los hechos por los que es 
señalado
Grupos armados que 
operaban en la zona para el 
momento de los hechos por 
los que es señalado
Grupos armados que 
operaban en la zona para el 
momento de los hechos por 
los que es señalado
FUENTE: elaboración propia.
La información consignada en la tabla 1 correspondería, idealmente, 
a aquella que pudiera desprenderse de los informes recibidos y que debe-
ría ser procesada dentro de un sistema de información con las caracterís-
ticas arriba descritas. Es probable que no todos los datos estén en los in-
formes. En ese caso, simplemente no se incluiría la información faltante y 
el hallazgo inicial del procesamiento sería la carencia actual de un mínimo 
de información que requiere la jurisdicción para llevar a cabo su labor. En 
ese entendido, el siguiente paso podría ser esperar a las indagaciones que 
se hagan posteriormente en las declaraciones de verdad y responsabilidad, 
y en la comparación y los cotejos con otros informes presentados, para 
completar la información mínima necesaria.
Construcción de contextos y develación  
de patrones de macrocriminalidad
La experiencia de Justicia y Paz, tanto previa como posterior a su modifi-
cación en 2012, demuestra las virtudes de la construcción de contextos en 
la adjudicación de casos relacionados con el conflicto armado interno, así 
como en el aporte a la verdad que puede hacer la justicia. Este ejercicio ha 
sido replicado por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Res-
titución de Tierras Despojadas (URT) también de manera exitosa, para 
demostrar la existencia de fenómenos de despojo y abandono forzado en 
sitios donde la recolección de material probatorio no puede ser realizada 
t
VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
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en condiciones ideales, así como para el esclarecimiento de estos fenóme-
nos (Michalowski et al., 2018, pp. 125-128).
La construcción de contextos es importante cuando se entiende 
que el Estado colombiano tiene una obligación de derecho internacio-
nal10 y nacional11 de develar los patrones de macrocriminalidad en que 
se encuentran inmersas las graves violaciones de los derechos humanos 
y del DIH cometidas en el conflicto armado interno. Dicha obligación se 
cumple precisamente a través de la construcción de contextos que den 
cuenta de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, los participantes y 
el momento histórico, social, político, económico y cultural de los hechos 
objeto del conocimiento, en este caso, de la JEP.
La construcción de contextos es una actividad que se dificulta cuan-
do no se planea la investigación alrededor de las necesidades concretas 
de información que se requieren. Esto lo demuestran las dificultades que 
aparecieron durante el proceso de Justicia y Paz, pues luego de la rendi-
ción de las primeras versiones libres fue que se comenzó a pensar en clave 
de contexto, por lo que se perdieron oportunidades valiosas de avanzar 
en ese sentido durante las entrevistas a los postulados. Asimismo, la reco-
lección de información documental y pericial distinta a la contenida en 
los informes recibidos debería estar pensada en esa misma lógica desde el 
inicio de labores.
En ese entendido, las recomendaciones agrupadas aquí no solo tienen 
como intención reflejar la necesidad de tener en cuenta la obligación de 
construir los contextos, sino también resaltar la importancia de incluir den-
tro de ellos un análisis relativo a la participación de actores económicos, su 
victimización en el marco de la operación de los diferentes grupos, su rol 
en la financiación de las estructuras armadas o los crímenes cometidos y 
las dinámicas que los rodearon.
10 Corte IDH, Caso Yarce y otras vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2016, Serie C, 
núm. 325. Corte IDH, Caso de las comunidades afrodescendientes des-
plazadas de la cuenca del río Cacarica (Operación Génesis) vs. Colombia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2013, Serie C, núm. 270, para. 372. Corte IDH, Caso 
de la Masacre de la Rochela vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas, 
Sentencia de 11 de mayo de 2007, Serie C, núm. 163, para. 156. 
11 Constitución Política de Colombia, artículo transitorio 66. Corte Consti-
tucional, sentencias C-579 de 2013, M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; 
C-370 de 2006, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa et al.
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Planificar la práctica de las declaraciones de verdad 
en clave de construcción de contextos
Como se explicó, las experiencias de Justicia y Paz demuestran lo difícil 
que es iniciar una tarea de construcción de contextos cuando ya se reco-
lectó información a gran escala y esta reposa en medios de difícil revisión, 
como archivos de audio, videos, entre otros. Recoger información para 
luego darse cuenta que es insuficiente a fin de entender los móviles de 
las conductas, las estructuras criminales que actuaron, las presuntas res-
ponsabilidades de actores diferentes a quien se somete a la competencia 
de la JEP, entre otros, implica un reproceso significativo cuando se plan-
tea la necesidad de tener en cuenta estas circunstancias. Necesidad que 
es en todo caso ineludible, dados los mandatos de develación de patrones 
de macrocriminalidad y de las estructuras de criminalidad que tiene la Ju-
risdicción.
Así las cosas, esta recomendación busca que la SRVR tenga en cuenta 
la necesidad de recabar información necesaria para la adecuada construc-
ción de los contextos cuando se lleven a cabo las declaraciones de verdad. 
En una de las recomendaciones anteriores se trató la necesidad de diseñar 
protocolos de recolección, sistematización y gestión de la información re-
colectada.12 Aquí se plantea llevar el ejercicio un paso más adelante con la 
planificación de la práctica de las declaraciones de verdad de manera que 
se aborden asuntos relacionados con las circunstancias que rodearon los 
delitos, las estructuras que los perpetraron, los sujetos que los financiaron 
o los mecanismos utilizados para ello, entre otros.
Aplicar un criterio diferencial a la hora de construir  
los contextos, de manera que se considere la participación 
de los distintos actores en los hechos y delitos
En el mismo sentido, quienes construyen los contextos, sea el Grupo de 
Análisis de la Información (GRAI) u otro al interior de la JEP, deberán 
tener en cuenta las particularidades de los actores y sujetos que partici-
paron en los delitos o fueron víctimas de ellos. Para el caso de los acto-
res económicos esto implica reconocer las características singulares de la 
forma en que actuaron y se desenvolvieron en el territorio. Por ejemplo, 
la actividad comercial y de negocios implica, en muchos casos, actitudes 
de ocultamiento de su participación en delitos; las dinámicas normales 
12 Ver supra apartado “Diseñar protocolos adecuados de recolección, siste-
matización y gestión de la información relativa a actores económicos”.
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del mercado incentivan a que los actores económicos prefieran no verse 
involucrados frente a la opinión pública en actividades delictivas, cuando 
son víctimas de estas y, especialmente, cuando las cometen. Asimismo, 
las personas naturales que cometen delitos siendo parte de esquemas de 
gobierno corporativo suelen ser invisibles e impermeables a responsabi-
lidades de cualquier tipo, por lo que la atención termina centrada en los 
actores inmediatos, quienes cometen materialmente el delito. Estos dos 
ejemplos demuestran que no es suficiente con la construcción de un con-
texto general que parta de la base de la responsabilidad o la victimización 
individual.
Por eso se propone aquí que los contextos construidos tengan en 
cuenta las particularidades de los distintos actores que participaron o se 
vieron envueltos de una manera u otra en los delitos de competencia de la 
JEP. Así, si se encuentra que en ciertos delitos la participación de actores 
económicos fue profusa y requiere de atención especial, como puede ser 
el caso de la violencia sindical o el despojo y abandono forzado de tierras, 
sería importante construir contextos que den cuenta de dichos fenóme-
nos de manera especial y los pongan a dialogar con las demás dinámicas y 
actores del conflicto armado. La mejor forma de hacerlo es pensar en cri-
terios diferenciales respecto de las distintas manifestaciones de crimina-
lidad dentro de los contextos. No es lo mismo hacer referencia a quienes 
conformaron la estructura militar que facilitó la comisión de los delitos, 
a señalar la manera en que se financió y los sujetos que participaron en la 
organización desde un punto de vista puramente económico.
Construir los contextos de participación de actores 
económicos teniendo en cuenta los elementos  
de la responsabilidad penal
La práctica general de construir contextos para la investigación y el juzga-
miento de graves violaciones de derechos humanos y el DIH en Colom-
bia tiene una particularidad. Los distintos tribunales que los han utilizado 
han señalado formas de participación en delitos de personas ajenas a su 
competencia, así como la victimización de otras por los grupos armados, 
sin que fuera posible entender por qué se acudió a un concepto y no a 
otro. Así, por ejemplo, en diversas decisiones de Justicia y Paz se señaló 
a actores económicos por haber aportado económicamente a un grupo 
paramilitar bajo coacción. No obstante, nunca se explicó qué se entiende 
por coacción y por qué se afirma que actuaron bajo ella. Lo mismo ocurrió 
en casos en los que se afirmó que el aporte fue voluntario.
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Esto es problemático por distintas razones. La primera y más visible 
es que puede llevar a decisiones contradictorias. Puede que Justicia y Paz 
haya afirmado que el aporte fue coaccionado, pero luego un juez ordinario 
(o la propia JEP) podría condenar a ese mismo actor por la financiación 
a un grupo armado al considerar que no existió coacción. La segunda tie-
ne que ver con la protección al buen nombre13 y el debido proceso. Una 
persona mencionada en un contexto público como partícipe de un delito 
debe, por lo menos, entender por qué se hizo esa evaluación y de qué for-
ma se realizó.
La construcción del contexto puede aclarar las circunstancias de he-
chos que rodearon la comisión de los crímenes, pero es necesario que este 
cuente con la información necesaria para poder evaluar la responsabilidad 
individual, sea en términos de participación criminal o de exclusión de 
la responsabilidad. Es fundamental tener claridad sobre los criterios que 
podrían determinar la responsabilidad individual de actores, incluso ac-
tores económicos. Así, para construir los contextos deberían tenerse en 
mente tanto los elementos de las distintas formas de participación como 
las excluyentes de responsabilidad, y no dejar de lado elementos que po-
drían ser fundamentales para la comprensión del rol de estos actores en el 
conflicto y su eventual responsabilidad penal.
Esto se ilustra, por ejemplo, al ver que en este conflicto altamente 
violento, donde abundaron los mecanismos de extorsión de todo tipo, 
la voluntariedad de la participación de uno u otro actor no puede darse 
por sentada y, para poder establecer si la colaboración con un grupo ar-
mado fue voluntaria o coaccionada, la JEP deberá esclarecer primero las 
circunstancias de dicha colaboración, por tanto, es necesario tener sufi-
ciente información en los contextos para facilitar un análisis jurídico pe-
nal de la participación. Esto aporta tanto a cerrar la brecha de impunidad 
en los casos de participación como a esclarecer la victimización sufrida 
por los actores económicos, pues ofrece mejores herramientas al opera-
dor judicial que va a llevar a cabo las investigaciones relacionadas con el 
estudio probatorio y dogmático llevado a cabo en la JEP. Un funcionario 
judicial que revisa un contexto e identifica una mención al actor económi-
co que actualmente investiga, no entenderá por qué la JEP lo señaló como 
víctima de coacción sino cuenta con parámetros claros preestablecidos, 
por lo que podría perder el conocimiento acumulado y agregado de los 
13 Congreso de la República, Ley 1922 de 2018, artículo 1, literal g. 
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estudios de contexto llevados a cabo con el gran cúmulo de información 
que recibe la Jurisdicción Especial.
Notificación previa al tercero para que decida 
participar o no en el proceso penal especial  
de la Jurisdicción Especial para la Paz
Uno de los desafíos a los que se enfrenta la JEP en términos de rendición 
de cuentas de actores económicos es la competencia restringida que tiene 
frente a ellos gracias a la decisión de la Corte Constitucional sobre el Acto 
Legislativo 01 de 2017. Si se entiende que los terceros civiles solo acceden 
a la JEP por una manifestación propia y explícita de su deseo de hacer par-
te del proceso transicional, entonces hay que pensar en mecanismos que 
los incentiven para llevar a cabo esta manifestación y asumir los compro-
misos que esta conlleva en términos de aporte a la verdad, la reparación y 
las garantías de no repetición.
No obstante, para que cualquier incentivo funcione es necesario, 
como primera medida, que el actor económico tenga conocimiento de la 
posibilidad que tiene de acudir a la JEP dada la existencia de información 
que lo involucra en un delito de competencia de esta o de una investiga-
ción en curso en la FGN o el ente investigador encargado y si le conviene. 
Podría decirse que, en todo caso, un actor económico sabría que cometió 
o participó en un delito y, por tanto, puede acogerse a la JEP. Una po-
sición como esa olvida que el sometimiento a la jurisdicción implica un 
compromiso de verdad plena, reparación integral y no repetición, pero no 
de reconocimiento de responsabilidad, de manera que no solo aquellos 
que efectivamente han cometido delitos en el marco del conflicto tienen 
la posibilidad de acudir de manera voluntaria a la JEP, sino también quie-
nes han sido involucrados y no consideran tener responsabilidad en los 
hechos o, incluso, no saben que fueron señalados.
Así, las recomendaciones que se encuentran en este apartado preten-
den presentarle a la JEP las posibilidades que tiene de incentivar el ingreso 
de actores económicos en la forma de terceros civiles a partir de una no-
tificación de los señalamientos de los que es objeto en la información que 
ha sido recabada por la jurisdicción. Esto con el respeto de los derechos 
del tercero, de las víctimas y, en todo caso, con la salvaguarda de los prin-
cipios propios de la recta y eficaz administración de justicia.
VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
29 Documentos Dejusticia  50
Identificar a los actores económicos que podrían 
estar involucrados en hechos de competencia de 
la Jurisdicción Especial para la Paz y que quisieran 
voluntariamente acudir a la misma para colaborar 
con la construcción de paz y la reparación a partir 
del reconocimiento de verdad
El seguimiento de las recomendaciones sobre recolección y gestión de 
la información recibida por la JEP relacionada con actores económicos 
debería derivar en la consolidación de bases y repositorios de datos que 
arrojen los nombres de los actores económicos que podrían tener interés 
en participar en el SIVJRNR, específicamente en el proceso transicional 
de la JEP. Así, el primer paso para incentivarlos a ingresar de forma volun-
taria, ya que no pueden ser llamados compulsoriamente, es identificarlos 
e individualizarlos.
Un inventario que refleje la información que tiene la JEP sobre ac-
tores económicos y terceros civiles en general permitiría identificarlos y, a 
partir de ahí, definir si existe la posibilidad de que tengan interés en parti-
cipar en el proceso transicional. Esto implica, necesariamente, un ejercicio 
de gestión de la información con miras a incentivar el sometimiento de los 
terceros a la jurisdicción; así pues, distinto a la lógica de asumir la compe-
tencia sobre estos como un ejercicio pasivo de recepción de solicitudes 
se debe empezar a pensarlo como una oportunidad para ampliar su pers-
pectiva y espectro de acción. Esta necesidad la ha reconocido la propia 
Sección de Apelación de la JEP al afirmar que:
… el desconocimiento de las conductas punibles que envuel-
ven a la clase política y empresarial refuerza un vacío constan-
te en los esfuerzos estatales por judicializar el conflicto. Pese al 
papel protagónico que han desempeñado los terceros civiles y 
los [agentes estatales no combatientes], estos han estado mayo-
ritariamente amparados por un manto de impunidad. Su com-
parecencia voluntaria debe ser, por ende, promovida y su some-
timiento interpretado como integral, irrestricto e irreversible.14 
Esto tendría fundamento en el artículo transitorio 5 del Acto Legis-
lativo 01 de 2017, que establece como objetivos de la JEP “contribuir al 
logro de una paz estable y duradera; y adoptar decisiones que otorguen 
14 Jurisdicción Especial para la Paz. Tribunal para la Paz. Sección de Apela-
ción, Auto TP-SA 19 de 2018, pp. 37-38. 
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plena seguridad jurídica a quienes participaron de manera directa o indi-
recta en el conflicto armado interno”.
Notificar a los actores económicos que podrían estar 
involucrados en hechos de competencia de la Jurisdicción 
Especial para la Paz antes de realizar la compulsa  
de copias y con la información estrictamente necesaria
Una vez individualizados los actores económicos que pueden tener in-
terés de participar en el proceso transicional, la JEP debería compulsar 
copias al órgano competente para la investigación de los delitos presun-
tamente cometidos por estas personas. Esta actuación, como se explicará 
más adelante, saca de la órbita de la JEP toda la información recolectada 
en relación con el sujeto objeto de la compulsa para entregársela a quien 
deba iniciar la investigación, esto es, a la FGN. Ello no es un obstáculo 
para que la utilice en la construcción de los contextos que soportarán los 
casos relacionados con sujetos que sí entran bajo su competencia.
En aras de permitirle al tercero tomar una decisión informada sobre 
si participa o no en el proceso transicional y colabora con verdad plena, 
reparación integral y garantías de no repetición a cambio de un trata-
miento penal especial, lo que aquí se propone es que la JEP evalúe, caso 
a caso, la posibilidad de notificar a dicho tercero de la existencia de la 
información en su contra y de la opción que tiene de comparecer. Esto 
ampliaría el espectro de posibles comparecientes e incentivaría el uso de 
los mecanismos del SIVJRNR por parte de terceros civiles.
No se propone notificar al tercero en todos los casos porque esto po-
dría implicar, en ciertas circunstancias, un riesgo para la administración de 
justicia, para las víctimas o para quien entregó la información a la JEP. En 
ese sentido, sobre la base de decisiones tomadas caso a caso, será posible 
que la jurisdicción pondere estos riesgos a partir de la información con 
la que cuenta y decida si notifica al tercero antes de hacer la compulsa de 
copias o no. Algunos criterios para no notificar podrían ser:
 ■ Que las víctimas o los testigos hayan denunciado presiones, ame-
nazas o violaciones de sus derechos a raíz de las denuncias reali-
zadas.
 ■ Que en los expedientes y las actuaciones procesales se evidencien 
acciones dilatorias en el proceso o presuntos fraudes procesales y 
actuaciones sospechosas.
 ■ Que de la información disponible sea posible deducir que el terce-
ro hace parte de una estructura criminal y continúa delinquiendo.
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Estos criterios no son taxativos, pero pueden permitir hacer un es-
tudio caso a caso sobre la posibilidad de notificar o no a un tercero de la 
existencia de información relativa a su presunto involucramiento en deli-
tos en el marco del conflicto.
Compulsas de copias: implementación y seguimiento
En la guía para la presentación de informes por parte de organizaciones 
de la sociedad civil, la JEP se refiere expresamente a su facultad de realizar 
compulsas cuando quiera que en dichos informes consten “acusaciones, 
conductas o denuncias falsas, hechas con mala fe y dolosamente o con 
ánimo de cometer fraude procesal” ( JEP, 2018a). También afirma que, en 
caso de recibir información sobre asuntos que no son de su competencia, 
procederá a “remitirla” a la autoridad competente. Esta diferenciación su-
giere una delimitación conceptual entre “remisión” y “compulsa”, que no 
debe conducir a ninguna confusión: en ambos casos se trata de compulsas 
motivadas por la falta de competencia de la jurisdicción especial, bien sea 
porque los terceros o agentes estatales no combatientes no se han some-
tido a su jurisdicción, o porque la conducta no tiene relación con el con-
flicto armado, como cuando sea necesario procesar penalmente a quienes 
presenten a la JEP información tendenciosa o falsa.
En esta sección se abordará solo el tipo de compulsa que realizará 
la JEP cuando reciba información sobre hechos que involucren sujetos 
sobre los cuales no tiene competencia obligatoria. Sobre estas, la Corte 
Constitucional ha sostenido que:
… en caso de que en las investigaciones de las que esté cono-
ciendo la Jurisdicción Especial para la Paz se considere que hay 
lugar a investigar la realización de hechos delictivos en el marco 
del conflicto armado, cometidos por particulares o agentes esta-
tales que no sean miembros de la fuerza pública, los respectivos 
funcionarios compulsarán copias de las actuaciones pertinentes 
a la FGN para que, en el desarrollo de sus competencias cons-
titucionales y legales, adelante el ejercicio de la acción penal y 
realice la investigación de los hechos, aplicando los criterios de 
priorización determinados por el fiscal general de la nación.15 
Las compulsas deben permitir avanzar hacia la no impunidad facili-
tando el cumplimiento del deber estatal de investigar, juzgar y sancionar 
15 Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizara-
zo Ocampo, p. 520. 
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las violaciones de los derechos humanos y promoviendo al mismo tiem-
po la garantía del derecho de las víctimas al acceso a la administración de 
justicia. Así las cosas, las compulsas de copias son un instrumento impor-
tante para avanzar en el proceso de responsabilizar penalmente a aquellos 
terceros que participaron directa o indirectamente en el conflicto armado 
interno, y que no se han acogido de manera voluntaria a la competencia 
de la JEP, así como para garantizar un cierre jurídico de los hechos del 
conflicto armado, principio orientador de la JEP.
Su principal reto consiste en que sean útiles para contrarrestar la 
fragmentación de la justicia transicional causada por la sentencia de la 
Corte Constitucional en relación con los terceros,16 situación que fue una 
de las principales debilidades del proceso de Justicia y Paz (Michalowski 
et al., 2018, cap. 2). Para ello hay que entender que la FGN también debe 
contribuir a la consecución de los fines de la justicia transicional, como lo 
ha sostenido la Corte Constitucional, y que como tal tiene la obligación 
de priorizar casos de terceros civiles que no se hayan acogido voluntaria-
mente a la competencia de la JEP y que presuntamente hayan participado 
en la comisión de delitos graves.17 Para que esto sea posible, la JEP debe 
realizar unas compulsas cualificadas y estandarizadas, además de hacer-
les un seguimiento para determinar cómo el avance y culminación de los 
procesos en la justicia ordinaria podría impactar en la satisfacción de los 
derechos de las víctimas dentro del Sistema Integral.
Documentar con suficiencia para contar con compulsas 
robustas al momento de realizar la resolución de conclusiones
La práctica de las compulsas será inevitable. En el ejercicio de sus fun-
ciones constitucionales como componente judicial del Sistema Integral, 
la JEP se tendrá que enfrentar con información que reciba a través de 
informes, versiones voluntarias y documentación de diverso tipo, en la 
cual muy probablemente aparecerán menciones que involucren a ter-
ceros. Sin embargo, como no tiene competencia para juzgar de oficio, 
es ineludible que en algún momento la JEP envíe los casos a la justicia 
ordinaria para que sea esta la que emprenda el proceso de responsabili-
zar penalmente a las personas implicadas. Esto es claro, pero no así las 
características o el alcance de las compulsas.
16 Corte Constitucional, Sentencia C-744 de 2017, M. P. Luis Guillermo Gue-
rrero Pérez.
17 Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizara-
zo Ocampo, p. 521.
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No es aconsejable que la JEP haga compulsas de copias tan pronto 
como se encuentre con la mención de un tercero sobre el cual no tiene 
competencia inmediata y obligatoria. Proceder de este modo implicaría 
un proceso desorganizado que puede terminar en un elevado número de 
compulsas que caen en el olvido porque las instancias de la justicia ordina-
ria no cuentan con elementos suficientes que las impulsen a profundizar la 
investigación de los casos. Esto, sin lugar a dudas, perjudica los derechos de 
las víctimas, y fue justamente lo que ocurrió con las compulsas derivadas 
de los procesos de Justicia y Paz (Michalowski et al., 2018, pp. 184 y 288).
Las compulsas solo tienen sentido si parten de un proceso de do-
cumentación amplio que lleve a recopilar información suficiente y que, 
por tanto, no se fundamenten en comentarios sueltos o menciones me-
ramente indicativas. Esto se constituye, además, en una garantía del de-
recho al buen nombre de las personas mencionadas al evitar dar crédito 
a acusaciones sin fundamento,18 así como en el cumplimiento del deber 
de contrastación que tiene la JEP.19 Unas buenas compulsas son aquellas 
que respetan las garantías de los involucrados y apuntan a contrarrestar 
la fragmentación jurisdiccional en la persecución de quienes participa-
ron directa o indirectamente en el conflicto. Lo ideal, entonces, es que 
siempre en el contexto y en función de los casos o las situaciones que se 
investigan los magistrados profundicen en las menciones sobre terceros 
de modo que recaben información suficiente para hacer unas compulsas 
cualificadas. Esto, sin lugar a dudas, sería de mayor utilidad para la justi-
cia ordinaria que solo remitir compulsas basadas en una simple mención, 
además de que contribuye a una más eficiente administración de justicia 
pues se dirige hacia la complementariedad entre ambas jurisdicciones al 
evitar el desgaste que puede implicar para la jurisdicción ordinaria empe-
zar la investigación de los casos con poca o nula información.
Resulta entonces indispensable que la JEP cuente con información 
suficiente, relevante, contrastada y de calidad que le permita concluir con 
fundamento qué conductas deben ser investigadas por la justicia ordina-
ria. Idealmente, las compulsas deberían fundamentarse en la mayor docu-
mentación posible e incluir información acerca de las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar de la conducta presuntamente realizada por el ter-
cero civil en el contexto del caso o la situación que se investiga, así como 
18 Congreso de la República, Ley 1922 de 2018, artículo 1, literal g. 
19 Congreso de la República, Proyecto de Ley Estatutaria de Administración 
de Justicia de la JEP, artículo 19, literal h. 
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elementos que permitan dilucidar la intensidad del aporte o el apoyo con 
que este contribuyó durante el conflicto, entre otros.20
Adicionalmente, para evitar una remisión desordenada de compul-
sas que dificulte su seguimiento, estas deben coincidir temporalmente 
con el momento en que la Sala de Reconocimiento realice resoluciones 
de conclusión. Si bien no existe obligación de la JEP de notificar a la per-
sona involucrada, podría hacerlo para estimular su sometimiento volun-
tario ante la jurisdicción especial. Esta notificación no debería hacerse 
en aquellos casos que, como en las notificaciones generales,21 exista una 
situación de riesgo, gravedad o urgencia frente a los derechos de las vícti-
mas, o parezca probable que el tercero pueda intervenir negativamente en 
la justicia ordinaria.
Todo lo anterior no significa que la JEP incurra en una extralimita-
ción de su competencia restringida respecto de aquellos terceros civiles 
que no se han sometido voluntariamente a su jurisdicción. Por el contra-
rio, es la única forma en que sus garantías procesales sean respetadas, pues 
implica una mayor diligencia para contrastar la información y asegurar el 
buen nombre de las personas mencionadas en el curso de las actuaciones. 
Además, la competencia limitada de la JEP es para el juzgamiento, pero 
este límite no incluye las actuaciones que esta pueda realizar a fin de con-
solidar la documentación suficiente para realizar unas compulsas con in-
formación robusta siempre que se deriven de la investigación de un caso o 
situación que sí sea de su competencia, y en la cual la información sobre el 
tercero civil sirva para entender, por ejemplo, patrones de macrocriminali-
dad relacionados con el caso. Esta es la perspectiva más apropiada para im-
plementar una práctica de compulsas que, al mismo tiempo, contribuya a 
la realización de los derechos de las víctimas y facilite la labor de la justicia 
ordinaria respecto del procesamiento de terceros por crímenes cometidos 
en relación directa o indirecta con el conflicto armado.
20 Ver supra apartado “Sobre la documentación de la presunta participación 
de actores económicos en delitos de competencia de la JEP”; infra apar-
tado “Para definir si la participación de un actor fue determinante o no…”.
21 Ver supra apartado “Notificación previa al tercero para que decida partici-
par o no en el proceso penal especial de la JEP”. 
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Sistematizar la práctica de la compulsa a través  
de protocolos que unifiquen los criterios dentro  
de la Jurisdicción Especial para la Paz
Los magistrados y las magistradas que conforman la SRVR, así como quie-
nes conforman la Sección de Revisión de Sentencias y los fiscales de la 
Unidad de Investigación y Acusación (UIA), cuando estén investigando 
casos de no reconocimiento de verdad, son los actores que probablemente 
se encontrarán con situaciones que involucren a terceros, así como la SAI 
en relación con posibles colaboradores de la antigua guerrilla. Serán estos, 
entonces, quienes deban realizar las compulsas cualificadas cuando tengan 
la información suficiente que les lleve a concluir sobre la necesidad de que la 
justicia investigue algunas conductas y a sus presuntos responsables.
Esta situación podría llevar a que cada instancia de la JEP y, más aún, 
cada magistrado o magistrada, diseñen una forma diferente de realizar la 
compulsa, basados en criterios distintos y en algunos casos incluso diver-
gentes, que aludan a estándares documentales desiguales y por caminos 
paralelos. De ocurrir esto, la JEP se enfrentaría a cuestionamientos a su 
trabajo por la incertidumbre que podría proyectar al no proceder con unas 
formalidades y criterios más unificados, al tiempo que dificultaría enor-
memente el seguimiento que debería realizar a las compulsas.
Por esto, es necesario que la JEP unifique los criterios y las formali-
dades que deberían regir la práctica de las compulsas (Michalowski et al., 
2018, p. 199), de modo que se promueva una mínima uniformidad insti-
tucional en la materia. Es conveniente que la información sobre terceros 
civiles que llegue a la FGN sea unificada pese a que provenga de diversas 
fuentes. Esto se lograría con la implementación de unos protocolos que 
guíen la actuación de las salas y secciones que tengan que efectuar com-
pulsas sobre terceros a la justicia ordinaria. Ahora bien, para evitar que 
esto sea visto como una intromisión en la independencia y autonomía 
judicial que resguarda la función jurisdiccional, es recomendable que el 
protocolo se proponga conjuntamente entre varios magistrados de diver-
sas salas y secciones, y que sea un espacio en el que también tenga cabida 
un representante de la UIA, dado que eventualmente los fiscales de esta 
unidad podrán realizar compulsas de forma directa cuando estén llevando 
sus propios casos en ejercicio de la acción penal en situaciones de no re-
conocimiento de verdad plena o responsabilidad.
De acuerdo con lo anterior, una instancia semejante podría ser el ór-
gano de gobierno previsto en el Reglamento Interno de la JEP (arts. 12 y 
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ss.), que tiene por objeto “la toma de decisiones de planeación, diseño y/o 
mejoramiento organizacional, definición de herramientas, lineamientos y 
criterios generales necesarios para el funcionamiento […] de la jurisdic-
ción”. Este es un órgano plural y que gozaría de la legitimidad necesaria 
para elaborar un protocolo de compulsas que oriente la práctica de las sa-
las, secciones y de los fiscales de la UIA, mientras que los asuntos de fon-
do, más jurisdiccionales, permanecen bajo la competencia plena de cada 
magistrado y magistrada de la JEP.
Establecer un mecanismo e instancia para realizar  
un seguimiento formal a las compulsas dirigidas  
a la justicia ordinaria
Para lograr los propósitos de la justica transicional, en particular el cierre 
jurídico del conflicto armado, y evitar la impunidad, no es suficiente con 
realizar las compulsas cuando se estime necesario investigar la conducta 
de un tercero civil. Hacer la compulsa a la justicia ordinaria y no efectuar 
un seguimiento que, al mismo tiempo, permita dar cuenta en términos 
cuantitativos de la gestión judicial, y en términos sustantivos del resultado 
del caso en la justicia ordinaria puede minar la legitimidad de todo el apa-
rato transicional y de la función jurisdiccional estatal. Ciertamente, la falta 
de seguimiento a las compulsas fue otro de los errores observados en el 
proceso de Justicia y Paz, pues derivó en la casi total falta de transparencia 
y conocimiento acerca del destino del elevado número de compulsas rea-
lizadas a la justicia ordinaria (Michalowski et al., 2018, p. 174).
Así, tener claridad tanto del número como de los efectos sustantivos 
de las compulsas es relevante en una estrategia global contra la impunidad 
y en la lucha por el esclarecimiento de lo ocurrido durante el conflicto. Un 
seguimiento sistemático y organizado es una forma de provocar que las 
compulsas deriven en investigaciones y procesos judiciales eficaces que, al 
reducir la posibilidad de impunidad, incluso puedan estimular a los terce-
ros civiles a presentarse ante la JEP. También es importante para verificar 
que, en los que resulten ser de los casos más graves y representativos, y en 
virtud del principio de colaboración armónica entre el sistema integral y 
la JEP, la FGN aplique efectivamente criterios de priorización que con-
tribuyan a la investigación, el juzgamiento y la sanción de los terceros en 
ellos involucrados.22
22 Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizara-
zo Ocampo, Sección 3, análisis del artículo 71. Esto, además, se compagi-
na con las directivas de priorización de la FGN. 
37 Documentos Dejusticia  50
Todo esto solo es posible si las compulsas se efectúan de forma or-
ganizada, estandarizada y a través de un mismo canal o instancia que sea 
la encargada de sistematizar la información. Si este no es el caso, cada sala 
y sección de la JEP que efectúe compulsas podrá tener una noción más o 
menos clara de lo que realiza, pero poco sabrá de las compulsas efectuadas 
por otras instancias. Una situación de estas fomentaría una descoordina-
ción intrainstitucional perjudicial para el funcionamiento de la JEP.
Por estas razones, la JEP debería definir un mecanismo o instancia 
que las y los magistrados utilicen para realizar de forma centralizada todas 
las compulsas, y que, además, se encargue de sistematizar toda la informa-
ción de tipo administrativo. Esta sería una instancia que no tendría nada 
que ver con las funciones jurisdiccionales de la JEP, sino más bien con 
aspectos relacionados con la gestión de la información (número de com-
pulsas, magistrado que la realiza, destinatario, actor involucrado, etc.). Por 
el contrario, el seguimiento de la compulsa en relación con el caso que la 
originó, dado que toca aspectos propios de la función jurisdiccional, solo 
puede ser ejercido por la autoridad que la realiza y conduce la investiga-
ción del caso. En este contexto, hacer seguimiento de los resultados de la 
compulsa puede resultar de utilidad para avanzar en el entendimiento de 
los hechos, el contexto, las dinámicas y los patrones que operaron en el caso 
que dio origen a la compulsa; como tal, serían útiles para una mejor admi-
nistración de justicia y para asegurar mejor los derechos de las víctimas.
Así, mientras que el seguimiento administrativo o formal de las com-
pulsas podría ser competencia de una instancia como la Secretaría Judicial 
de la JEP, el seguimiento del resultado sustantivo de estas, en el evento que 
resulte de relevancia para la investigación del caso que las originó den-
tro de la jurisdicción especial, solo puede ser efectuado por los mismos 
magistrados. Algo distinto sucede con las compulsas que en su momento 
efectúen los fiscales de la UIA, las cuales pueden ser canalizadas por la se-
cretaría de apoyo propia de la Unidad tanto en lo administrativo o formal 
como en lo sustantivo.
Otra opción para el seguimiento sustantivo de las compulsas es que 
se cree una instancia provisional o una comisión incidental encargada úni-
camente de revisar el destino de las compulsas. Dicha instancia especial 
debería estar integrada por magistrados de las salas y secciones y por al 
menos un delegado de la UIA.
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Recolección de información adicional por parte 
de la Jurisdicción Especial para la Paz
Adicional al papel de receptora pasiva de información, llegarán momentos 
en que la JEP, en cualquier de sus salas o secciones, tenga la necesidad 
de recolectar información relacionada con agentes económicos. Esto a la 
luz de la obligación de develar los patrones de macrocriminalidad que 
envuelven los casos y las situaciones, la necesidad de aportar a la cons-
trucción de verdad plena, y la verificación de las declaraciones de verdad 
y responsabilidad.
Al respecto, en la revisión de exequibilidad del Proyecto de Ley Es-
tatutaria para la Administración de Justicia de la JEP, la Corte Constitu-
cional explicó que si bien la FGN no puede entregar los informes sobre 
compulsas de copias de Justicia y Paz relacionados con agentes estatales 
no combatientes y terceros civiles, sí está “en la obligación de contribuir 
de manera armónica con la información que se requiera para la determi-
nación de contextos necesarios para el análisis de la macrocriminalidad”.23
En ese orden de ideas, respecto de la información relacionada con 
agentes económicos que pueda ser útil para la construcción de contex-
tos y análisis de macrocriminalidad, el artículo 111 del Proyecto de Ley 
Estatutaria habilita a magistrados y fiscales de la JEP para acceder a do-
cumentos y fuentes de información de acuerdo con las normas colom-
bianas. Al tiempo que el artículo 159 permite establecer mecanismos de 
cooperación y protocolos de acceso a información con las entidades e 
instituciones encargadas de aplicar las leyes 975 de 2005 y 1424 de 2010. 
Este grupo de recomendaciones parte de ese marco normativo para dar 
herramientas que permitan acceder de forma efectiva a información útil y 
relevante sobre actores económicos.
Utilizar el marco normativo sobre acceso a información pública 
para recolectar información sobre actores económicos  
que es necesaria para la construcción de contextos  
y análisis de macrocriminalidad 
De conformidad con el artículo 3 de la Ley 1712 de 2014, en Colombia 
toda información que esté en poder de un sujeto obligado por la misma 
ley se presume pública y debe entregarse y facilitar su acceso en los tér-
minos más amplios posibles. Esto bajo el entendido de que los sujetos 
23 Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizara-
zo Ocampo, Sección 3, análisis artículo 79b. 
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obligados solo pueden restringir el acceso a aquella información que la 
propia ley establezca como clasificada o reservada, y cuya entrega causaría 
un daño presente, probable y específico que excede el interés público que 
representa el acceso a la información.
Esta forma de entender el acceso a la información es plenamente 
aplicable a la JEP, que es tanto un sujeto obligado como una posible bene-
ficiaria de la norma, al poder requerir el acceso a información y estar cobi-
jada por las garantías que otorga la ley. En ese orden de ideas, en principio 
es claro que la JEP tiene el derecho a acceder a toda información relevante 
que esté en poder de cualquier sujeto obligado por la Ley 1712 de 2014, 
cuando esta sea necesaria para el desarrollo de sus funciones, con inclu-
sión de la construcción de contextos y los análisis de macrocriminalidad. 
Así, en primer lugar, se recomienda hacer uso de la solicitud de acceso a 
información pública para acceder a toda aquella que no cuente con reser-
va o clasificación y permita llevar a cabo las tareas de la JEP relacionadas 
con actores económicos (y en cualquier otro sentido).
Ahora bien, en el caso del acceso a información que efectivamente 
cuenta con reservas o clasificaciones, la recomendación gira en torno a 
hacer valer la inaplicabilidad de excepciones sobre el carácter reservado 
de la información frente a autoridades judiciales. Tal disposición está con-
tenida en los artículos 27 y 34 de la Ley 1755 de 2015.
En ese orden de ideas, la JEP no solo tiene a disposición la informa-
ción sobre actores económicos que es pública, sino que no se le pueden 
oponer reservas o clasificaciones, de manera que, si un sujeto obligado las 
menciona con el fin de no entregarle alguna información, la JEP cuenta 
con las herramientas dispuestas en las leyas 1712 de 2014 y 1755 de 2015 
para lograr el acceso. Así, lo que se recomienda aquí es que, en caso de 
requerir información relacionada con un actor económico y que esta sea 
negada en razón de una reserva o clasificación, la JEP acuda a los mecanis-
mos dispuestos en la ley para discutir dicha decisión.
Establecer mecanismos de cooperación con la Fiscalía  
General de la Nación y la Jurisdicción de Justicia y Paz  
para el acceso a información relacionada  
con actores económicos recabada por ambas instancias
De manera adicional, dada la habilitación expresa que hace el artículo 159 del 
Proyecto de Ley Estatutaria, se recomienda a la JEP que establezca los me-
canismos de cooperación necesarios para acceder a la información recabada 
tanto en la ejecución de la Ley 975 de 2005 como de la Ley 1424 de 2010.
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El conocimiento acumulado derivado de los procesos de justicia y 
verdad llevados a cabo luego de la desmovilización, el desarme y la rein-
tegración de grupos paramilitares en 2005 es un insumo fundamental, no 
solo para entender el rol del paramilitarismo en el conflicto, sino el de los 
actores económicos en el mismo. Como se explica en la investigación de 
Dejusticia y la Universidad de Essex (Michalowski et al., 2018, pp. 40-71), 
en Justicia y Paz salieron a la luz dinámicas de financiación, colaboración 
y victimización de actores económicos en el contexto y marco del conflic-
to armado interno colombiano. Un ejercicio de develación de la verdad del 
conflicto y de judicialización de los máximos responsables por los delitos 
más graves no puede ignorar la existencia de esa información y su relevancia.
De manera que se hace absolutamente necesario y, además, acorde 
con el marco normativo que rige a la JEP, establecer mecanismos que per-
mitan acceder a esa información de forma completa y pronta.
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COMPETENCIA DE LA JEP
La competencia de la JEP respecto de los terceros civiles –categoría en la 
que se encuentran inmersos los actores económicos– proviene del artícu-
lo transitorio 16 del Acto Legislativo 01 de 2017, que dispone:
Las personas que, sin formar parte de las organizaciones o gru-
pos armados, hubieren contribuido de manera directa o indi-
recta a la comisión de delitos en el marco del conflicto podrán 
acogerse a la JEP y recibir el tratamiento especial que las normas 
determinen, siempre que cumplan con las condiciones estable-
cidas de contribución a la verdad, reparación y no repetición.
De acuerdo con esto, los requisitos para que la JEP tenga competen-
cia sobre aquellos terceros que se presenten voluntariamente son:
 ■ Que los delitos fueran cometidos antes del 1 de diciembre de 
2016 (competencia temporal).
 ■ Que no formaran parte de los grupos armados (competencia per-
sonal).
 ■ Que hubieran contribuido de manera directa o indirecta a la comi-
sión de delitos en el marco del conflicto (competencia material).
 ■ Que exista un sometimiento integral, libre y voluntario de la per-
sona y su manifestación del deseo de aportar al esclarecimiento de 
los hechos, rendir cuentas ante la justicia, contribuir a la repara-
ción de las víctimas y comprometerse a la no repetición.1
En cada sometimiento voluntario de un actor económico a la JEP hay 
que analizar detenidamente si la Sala por la que entra es o no competente 
1 Corte Constitucional, Sentencia C-674 de 2017, M. P. Luis Guillermo Gue-
rrero Pérez. Jurisdicción Especial para la Paz. Tribunal para la Paz. Sección 
de Apelación, Auto TP-SA 19 de 2018.
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para tomar decisiones sobre un caso concreto. De no serlo, esta debe de-
terminar si es oportuno remitir al tercero a la Sala competente en la JEP 
o a la jurisdicción ordinaria. Así, en un caso en el que los requisitos de 
competencia de la JEP se cumplan, pero la Sala por la que entra resulta 
no ser competente, el caso deberá ser remitido a la competente, en donde 
el tercero habrá de cumplir con los requerimientos necesarios si quiere 
acceder los beneficios de la JEP.2
Por ejemplo, el numeral 1 del artículo 30 de la Ley 1820 de 2016 
estipula que los casos de participación determinante en los crímenes más 
graves quedan excluidos de la competencia de la Sala de Definición de 
Situaciones Jurídicas de la Jurisdicción Especial para la Paz (SDSJ), con 
respecto a las resoluciones mencionadas en el capítulo relevante de esa 
ley. En tal caso, si los elementos de la competencia de la JEP aquí enume-
rados están dados, no se puede excluir al actor económico sino que este 
debe ser remitido a la Sala conveniente.3
Determinar si la JEP tiene competencia sobre un sujeto particular en 
casos concretos no siempre es sencillo, especialmente por las particulari-
dades y características de la participación de actores económicos en los 
crímenes cometidos en el marco del conflicto armado. De acuerdo con 
esto, en esta sección se aclaran algunos puntos que generan desafíos y se 
presentan recomendaciones a la luz de la normativa relevante y las senten-
cias de la Corte Constitucional. Estas se dividirán en recomendaciones ge-
nerales sobre el alcance de la competencia de la JEP, seguidas por recomen-
daciones más específicas sobre la competencia personal y material de esta 
Jurisdicción, y el rol de las condicionalidades en el momento de decidir si 
aceptar o no el sometimiento de un tercero civil a la jurisdicción de la JEP.
Aplicar el principio según el cual, en casos  
de duda frente a su competencia, esta debería 
ser resuelta a su favor: in dubio pro JEP
Este principio se debe aplicar en todos los casos en que terceros civiles se 
acojan voluntariamente a la jurisdicción de la JEP y el órgano oportuno 
dentro de esta tenga que decidir si se cumplen o no los requisitos de su 
competencia en el caso concreto.
2 Ibid., párr. 7.54, p. 45. 
3 Idem.
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Para darle fin al conflicto armado el AFP propone un enfoque ho-
lístico e integral compuesto, entre otros organismos, por una jurisdicción 
de cierre que debe conocer todo lo sucedido durante este, para lo que se 
consideró necesario que tuviera competencia sobre todos sus actores, sin 
excepción. Es por esta razón que a la JEP se le reconoció una competencia 
prevalente sobre las “actuaciones penales, disciplinares o administrativas 
por conductas cometidas con ocasión, por causa o en relación directa o 
indirecta con el conflicto armado”.4
Según el artículo transitorio 5 del Acto Legislativo 01 de 2017, la 
JEP tiene los objetivos de
… satisfacer el derecho de las víctimas a la justicia; ofrecer ver-
dad a la sociedad colombiana; proteger los derechos de las vícti-
mas; contribuir al logro de una paz estable y duradera; y adoptar 
decisiones que otorguen plena seguridad jurídica a quienes par-
ticiparon de manera directa o indirecta en el conflicto armado 
interno mediante la comisión de las mencionadas conductas.
De esto se desprende que la JEP tiene el fin de juzgar los hechos del 
conflicto y dar un cierre global y definitivo al mismo. A fin de lograrlo, 
especialmente para garantizar a las víctimas y la sociedad colombiana el 
conocimiento de la verdad, es importante facilitar el acceso de personas 
a la JEP de la manera más amplia posible.5 Por consiguiente, la JEP debe 
esforzarse por interpretar ampliamente su competencia.
Este razonamiento lleva a sostener que, en el marco actual de regu-
lación constitucional del SIVJRNR, la JEP, en tanto instancia de cierre 
judicial del conflicto armado colombiano, estaría incluso cobijada con un 
principio según el cual, en casos de duda frente a su competencia, esta de-
bería ser resuelta a favor del mecanismo de justicia transicional (in dubio 
pro JEP). Este principio se debe aplicar en todos los casos en que terceros 
civiles se acojan voluntariamente a la jurisdicción de la JEP y el órgano 
correspondiente dentro de esta tiene que decidir si se cumplen o no los 
requisitos de su competencia en el caso.
4 Congreso de la República, Acto Legislativo 01 de 2017, artículo 6. 
5 Jurisdicción Especial para la Paz. Tribunal para la Paz. Sección de Apela-
ción, Auto TP-SA 20 de 2018, párrs. 21.3 y 21.4, p. 19. 
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Mantener una interpretación amplia del concepto  
de participación directa o indirecta en la comisión  
de delitos en el marco del conflicto para reconocer  
la competencia en un caso
Para determinar la competencia de la JEP sobre terceros civiles, incluso 
actores económicos, el concepto de la participación directa o indirecta en 
la comisión de delitos en el marco del conflicto es fundamental. La inter-
pretación de este concepto requiere definir los criterios para comprobar 
un vínculo suficiente entre el aporte que hicieron los actores económicos 
y el conflicto.
Como lo explicó la Corte Constitucional
… la integralidad a la que aspira el Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición [requiere] la posibilidad 
de evaluar todos los hechos del conflicto –incluidos los que 
guardan una relación indirecta con el mismo– para así construir, 
en el ámbito de los procesos que se sigan ante la Jurisdicción 
Especial para la Paz, una verdad judicial que, en conjunto con 
la que se construirá en la Comisión Especial para el Esclareci-
miento de la Verdad, contribuya a la comprensión de las causas 
profundas del conflicto armado interno, y, por esa vía, al diseño 
de garantías de no repetición para las víctimas y la sociedad en 
su conjunto.6 
Algo que reafirmó la Sección de Apelación de la JEP al exponer que:
… el principio de integralidad es funcional al enfoque holístico 
del funcionamiento de la JEP en cuanto órgano especial encar-
gado de juzgar todo lo ocurrido en el conflicto armado colom-
biano en el más comprehensivo sentido de la expresión, pues 
habrá de dispensar justicia no solo respecto de las conductas re-
lacionadas directamente con la confrontación bélica, sino tam-
bién sobre las indirectas e incluso las motivadas por la guerra 
interna, tal como se expresa en la norma al hablar de situaciones 
generadas por causa o con ocasión de la misma confrontación.7 
Asimismo, de la jurisprudencia internacional, que ha adoptado una 
visión amplia de lo que puede significar la participación en un conflicto, se 
6 Corte Constitucional, Sentencia C-007 de 2018, M. P. Diana Fajardo Rive-
ra, párr. 541. Véanse también los párrs. 556 y 558
7 Jurisdicción Especial para la Paz. Tribunal para la Paz. Sección de Apela-
ción, Auto TP-SA 20 de 2018, párr. 22.1, p. 18. 
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puede extraer que es posible entender la existencia del nexo de una con-
ducta con el contexto de la confrontación si existe una relación cercana 
con uno de los actores armados, si la conducta se llevó a cabo en promo-
ción del conflicto, y si los actos se hicieron bajo la apariencia de este, inclu-
so cuando la persona no fue parte directa o indirecta en las hostilidades.8
Para establecer si la participación de actores económicos 
tuvo lugar en el marco del conflicto y diferenciar  
la conducta relevante de la delincuencia común  
es necesario un análisis caso a caso
La Corte Constitucional ha aclarado que:
… la expresión “con ocasión del conflicto armado” ha sido em-
pleada como sinónimo de “en el contexto del conflicto armado,” 
“en el marco del conflicto armado”, o “por razón del conflicto 
armado”, para señalar un conjunto de acaecimientos que pueden 
rodear este fenómeno social pero que no se agotan en la con-
frontación armada, en el accionar de ciertos grupos armados, en 
la utilización de ciertos métodos o medios de combate o en he-
chos ocurridos en determinadas zonas geográficas.9 
Mientras tanto, aunque la misma Corte ha afirmado que “por “delin-
cuencia común” deben entenderse aquellas conductas que […] no se des-
envuelvan dentro del conflicto armado interno”,10 no existe una definición 
estática y definitiva de “delincuencia común” por oposición a aquellos 
delitos cometidos en el marco del conflicto armado. De igual manera, la 
Corte ha reconocido que, así como existen elementos objetivos que per-
miten encuadrar ciertas conductas dentro del conflicto y hay extremos en 
los que, por el contrario, también resulta claro que se está frente a actos de 
delincuencia común no cubiertos por las previsiones de la ley, en el medio 
existen zonas grises que no es posible predeterminar de antemano.
Por tanto, sería un error determinar que una serie de comportamien-
tos cualesquiera corresponden definitivamente a una u otra categoría sin 
8 Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia (TPIY), Sala de Apela-
ciones, Fiscal v. Strugar, 17 de julio 2008, párr. 177. Véase también la 
discusión en Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, párr. 4.1.3, 
y Michalowski et al. (2018, pp. 203-209).
9 Corte Constitucional, Sentencia C-781 de 2012, M. P. María Victoria Calle 
Correa, Sección 6. 
10 Corte Constitucional, Sentencia C-253A de 2012, M. P. Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo. 
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evaluarlos caso a caso. En otras palabras, no hay posibilidad de plantear 
una regla general aplicable a todos los casos.11
Se debe tener en cuenta que un vínculo 
suficiente entre la participación y el conflicto 
puede darse de forma indirecta
Dado que, según el artículo transitorio 16 del Acto Legislativo 01 de 2017, 
la JEP tiene competencia sobre casos de contribución indirecta a la co-
misión de delitos en el marco del conflicto, para determinar si la partici-
pación de un tercero tuvo una relación con el conflicto hay que descartar 
toda interpretación que lleve, en la práctica, a excluir de plano las partici-
paciones indirectas en este.
La Corte Constitucional consideró que, aunque la participación in-
directa en el conflicto es un concepto poco definido, el artículo transitorio 
23 del Acto Legislativo 01 de 2017 prevé un conjunto de criterios que 
pueden reorientar la apreciación de los hechos en relación con este crite-
rio y, por ende, disminuir su indeterminación.12
Los criterios enumerados en el artículo transitorio 23 del Acto Le-
gislativo 01 de 2017 que define la competencia de la JEP sobre los miem-
bros de la fuerza pública y no sobre los terceros son los siguientes:
a. Que el conflicto armado haya sido la causa directa o indirecta de 
la comisión de la conducta punible o,
b. Que la existencia del conflicto armado haya influido en el autor, 
partícipe o encubridor de la conducta punible cometida por cau-
sa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto, 
en cuanto a:
 – Su capacidad para cometerla, es decir, a que por razón del 
conflicto armado el perpetrador haya adquirido habilidades 
mayores que le sirvieron para ejecutar la conducta.
 – Su decisión para cometerla, es decir, a la resolución o disposi-
ción del individuo para cometerla.
11 Jurisdicción Especial para la Paz. Tribunal para la Paz. Sección de Apela-
ción, Auto TP-SA 21 de 2018, párr. 25, pp. 8-9; Michalowski et al. (2018, 
pp. 205-207).
12 Corte Constitucional, sentencias C-007 de 2018, M. P. Diana Fajardo Ri-
vera, párr. 540; C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizarazo Ocampo, Sec-
ción 4.1.3.
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 – La manera en que fue cometida, es decir a que, como produc-
to del conflicto armado, el perpetrador de la conducta haya 
tenido la oportunidad de contar con medios que le sirvieron 
para consumarla.
 – La selección del objetivo que se proponía alcanzar con la co-
misión del delito.
Al respecto explica la Corte que:
Si bien estos criterios son aplicables a los miembros de la fuerza 
pública, no implica que no se puedan extender a otros actores 
responsables de hechos en el marco del conflicto, en cuanto se 
trata de conductas cometidas “con ocasión”, “por causa” o “en 
relación directa o indirecta” con el conflicto armado. En efecto, 
los criterios señalados en la disposición mencionada se inspiran 
en la jurisprudencia internacional que ha desarrollado dichas di-
rectrices para todas aquellas personas responsables de hechos en 
el marco del conflicto armado.13 
A modo de ejemplo de hechos de participación indirecta se puede 
observar la sentencia del Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugosla-
via (TPIY) en el caso de la Fiscal v. Strugar. Basándose en otras fuentes 
internacionales, muchas de las cuales tienen que ver con el caso colombia-
no, el Tribunal expone los siguientes ejemplos de una participación indi-
recta en el conflicto armado: participar en actividades de apoyo a la guerra 
o en los esfuerzos militares de una de las partes en conflicto, la venta de 
productos a una de las partes de un conflicto, no actuar para prevenir una 
incursión por una de las partes, la expresión de simpatía hacia una parte 
del conflicto, el transporte de armas o munición y el suministro de víveres 
o medios de subsistencia, proveer consejo especializado relativo a la selec-
ción del personal militar, su entrenamiento o el correcto mantenimiento 
de las armas.14
Para diferenciar la participación directa de la indirecta, el operador 
se puede orientar por los criterios del DIH según los cuales se trata de 
participación directa en el conflicto si los actos se cometen dentro de las 
hostilidades, mientras que la participación indirecta es aquella que hace 
un aporte al esfuerzo general de guerra, pero sin causar un daño directo al 
13 Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizara-
zo Ocampo, Sección 4.1.3.
14 TPIY, Sala de Apelaciones, Fiscal v. Strugar, 17 de julio 2008, párr. 177.
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enemigo.15 Es importante resaltar que para concluir que un acto de partici-
pación tuvo relación con el conflicto no es necesario encontrar un vínculo 
causal entre la participación y las acciones de guerra, o entre la voluntad 
del actor y los resultados relativos al conflicto armado.
No se deben excluir los casos en los cuales se puede 
demostrar un vínculo entre el actuar delictivo  
de los actores económicos y el conflicto, pero donde  
la participación fue primeramente motivada  
por razones económicas
La Sentencia C-080 de 2018, de la Corte Constitucional, explica que “la 
JEP establecerá su competencia sobre los mencionados terceros y agen-
tes del Estado distintos a miembros de la fuerza pública, siempre que su 
participación no hubiere tenido como única o principal finalidad obtener 
beneficio económico particular”.16 Sin embargo, el Acto Legislativo 01 de 
2017 no prevé una limitación de la competencia de la JEP para terceros 
civiles basada en la motivación que subyace a su participación en críme-
nes relacionados con el conflicto; únicamente el artículo transitorio 17 
del mencionado Acto Legislativo, en caso de agentes estatales, y el transi-
torio 23, para miembros de la fuerza pública, prevén que la JEP solo tiene 
competencia sobre conductas que hayan sido realizadas por dichos suje-
tos “sin ánimo de obtener enriquecimiento personal ilícito, o en caso de 
que existiera, sin ser este la causa determinante de la conducta delictiva”. 
Sin embargo, para el caso de los actores económicos y terceros civiles no 
existe una disposición de ese talante.
Si bien pueden existir buenas razones para excluir agentes del Estado 
y miembros de la fuerza pública de los beneficios de la JEP en casos de de-
litos cometidos primeramente por razones de enriquecimiento personal, 
aplicar esta lógica a los terceros no es jurídicamente apropiado. Extender 
la aplicación de una norma por analogía a situaciones no comprendi-
das en ella normalmente se justificaría por la aplicación del principio de 
igualdad.17 Pero de ninguna manera se podría decir que la situación de los 
15 Jurisdicción Especial para la Paz. Tribunal para la Paz. Sección de Apela-
ción, Auto TP-SA 19 de 2018, párrs. 11.20-11.22 y 11.25, pp. 69-74.
16 Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizara-
zo Ocampo, Sección 3, análisis del artículo 62 del proyecto de ley estatu-
taria, pp. 473 y ss. 
17 Corte Constitucional, Sentencia C-083 de 1995, M. P. Carlos Gaviria Díaz.
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agentes estatales es comparable a la de los terceros civiles. El agente estatal 
que comete un delito actúa en extralimitación de sus funciones y traiciona 
la confianza pública que fue depositada en él o ella, por eso es necesario 
eliminar la posibilidad de recibir beneficios penales por delitos cometidos 
con el simple propósito de enriquecerse personalmente. Esto no ocurre 
en el caso de la actuación de terceros.
En efecto, extender la aplicación de esta norma dispuesta para agen-
tes estatales a los terceros le quitaría el efecto útil a la inclusión de estos 
últimos en la JEP. Especialmente en el caso de actores económicos, la mo-
tivación de su participación directa o indirecta en el conflicto habrá sido 
regularmente la de obtener beneficios materiales bien sea para sí o para un 
tercero. Es difícil pensar, por ejemplo, un hecho de financiación de grupos 
paramilitares por parte de empresas o empresarios que no hubiese sido 
motivado por el deseo de obtener beneficios económicos o avanzar en in-
tereses personales, incluso cuando la afinidad ideológica con los paramili-
tares pudiera haber sido una razón complementaria para prestarles apoyo 
financiero (Michalowski et al., 2018, pp. 193-195).
Por consiguiente, no se aplica al análisis de la competencia de la JEP 
sobre terceros civiles la limitación en casos de participación en el conflic-
to motivada primeramente por la búsqueda de beneficios económicos 
personales.18
La participación determinante no es un requisito  
de la competencia de la Jurisdicción Especial  
para la Paz sobre actores económicos, incluso  
en casos de financiación u otro tipo de colaboración
El inciso 1 del artículo transitorio 16 del Acto Legislativo 01 de 2017 de-
termina la posibilidad de acogerse voluntariamente a la JEP sin referencia 
alguna al concepto de la participación determinante.19 Si hubo o no par-
ticipación determinante no es un elemento de la competencia de la JEP, 
sino un concepto según el cual se decide la competencia funcional de las 
distintas Salas dentro de esta, y el tipo de resolución o decisión que se 
debería tomar en el caso individual.
18 Ver Acto Legislativo 1 de 2017, artículo 16, y Jurisdicción Especial para la 
Paz. Tribunal para la Paz. Sección de Apelación, Auto TP-SA 19 de 2018, 
párr. 13.12, 84; Michalowski et al. (2018, pp. 193-196).
19 Jurisdicción Especial para la Paz. Tribunal para la Paz. Sección de Apela-
ción, Auto TP-SA 19 de 2018, párr. 12.6, p. 80.
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Esto se puede ver reflejado, por ejemplo, en el numeral 1 del artículo 
30 de la Ley 1820 de 2016, que no dice nada sobre la competencia general 
de la JEP para conocer los casos de participación de terceros en el conflic-
to armado, sino que estipula que los casos de participación determinan-
te en los crímenes más graves quedan excluidos de la competencia de la 
SDSJ con respecto a las resoluciones mencionadas en el capítulo relevante 
de esa ley. Es decir, que esa disposición solo limita la competencia de la 
Sala para emitir cierto tipo de medidas en casos precisos, mas no influye 
en la competencia general de la JEP de conocer los casos de participación 
de terceros en el conflicto.
En efecto, la participación determinante condiciona las consecuen-
cias de la responsabilidad penal de un actor, pero no es un parámetro de la 
competencia de la JEP sobre los actores económicos (Michalowski et al., 
2018, pp. 192-193).
Una vez asumida la competencia sobre un actor 
económico, el análisis sustantivo de su caso no debería 
llevar a su exclusión de la Jurisdicción Especial para la Paz
En su decisión en el caso Ashton, la Sección de Apelación dispuso que 
el análisis del vínculo de la participación del tercero en el conflicto se de-
bería ejercer con intensidades distintas según la etapa procesal en la cual 
se está llevando a cabo: un análisis de baja intensidad para determinar la 
competencia de la JEP sobre el tercero, y uno de alta intensidad para defi-
nir la resolución oportuna del caso.20
Por lo menos para un actor económico sin condena firme en la juris-
dicción ordinaria, diferenciar el análisis del vínculo con el conflicto según 
la etapa procesal dentro de la JEP puede ser dañino. Si en el momento de 
llevar a cabo el análisis sustantivo de un caso específico la JEP llegara, con-
trariamente al análisis inicial para definir su competencia, a la conclusión 
de que en realidad no existe un vínculo con el conflicto, perdería compe-
tencia y el caso volvería a caer en la jurisdicción ordinaria. Con esto el ter-
cero perdería los beneficios de la JEP después de haber aportado verdad 
autoincriminatoria. Más grave aún, en estos casos perdería los beneficios 
no por su incumplimiento de las condicionalidades de la JEP, algo que 
se encuentra en su control, sino por análisis jurídicos contradictorios por 
parte de esta.
20 Ibid., Auto TP-SA 20 de 2018, párr. 18-20, pp. 16-17. 
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Para evitar esta incertidumbre –y las posibles consecuencias nega-
tivas para los terceros individuales y el trabajo de la JEP por causar un 
desincentivo para que aquellos se sometan voluntariamente a su jurisdic-
ción– es importante que, si después de haber asumido su competencia 
por encontrar un vínculo suficiente con el conflicto armado, esta conclu-
sión se revisa en una etapa procesal posterior, esto no debería resultar en 
negar la competencia de la JEP posteriormente. Las únicas circunstancias 
en que una situación de estas podría ocurrir sería cuando el tercero no 
cumpla con las condiciones impuestas por el sistema. En este caso, el ter-
cero puede legítimamente ser desprovisto de los beneficios e incluso ser 
excluido del sistema, de acuerdo con el régimen de condicionalidades que 
aplique la JEP.
53 Documentos Dejusticia  50
SOBRE EL ESTUDIO DE LA RESPONSABILIDAD PENAL 
DE LOS ACTORES ECONÓMICOS
Cuando un actor económico se somete voluntariamente a la JEP, y esta 
afirma su competencia se tiene que llevar a cabo un análisis jurídico so-
bre su responsabilidad penal a fin de evaluar las medidas adecuadas para 
resolver el caso:
 ■ Si el análisis lleva a la conclusión de que no existía participación 
en un crimen de competencia de la JEP, o que hubo participación, 
pero no voluntaria, es decir, coaccionada, conviene la cesación del 
procesamiento sin imponer ninguna condicionalidad.
 ■ En casos en los que hubo participación voluntaria, pero sin lle-
gar al nivel de una participación determinante, la resolución más 
oportuna será la renuncia a la persecución penal, o la revisión de 
la sentencia si ya hubo condena en la jurisdicción ordinaria, en 
ambos casos con la condicionalidad de aportar a la verdad, a la 
reparación integral y a las garantías de no repetición.
 ■ Casos de participación determinante, por su parte, califican para 
una sanción penal, o una renuncia condicionada en casos no se-
leccionados.1
Todo esto demuestra que los criterios jurídicos según los cuales se 
debe definir la responsabilidad penal de los actores económicos, la volun-
tariedad de su actuar y si hubo o no participación determinante tienen una 
importancia crucial.
En lo que sigue se presentarán propuestas sobre la definición de los 
elementos de la participación penal, incluso la participación determinante, 
1 Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizara-
zo Ocampo.
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de los actores económicos según el derecho penal colombiano interpreta-
do a la luz de los estándares del derecho internacional consuetudinario y 
sobre la voluntariedad y la coacción.
El artículo transitorio 5 del Acto Legislativo 01 de 2017 prevé que 
la jurisdicción puede llegar a una calificación de conductas “diferente a la 
efectuada con anterioridad por las autoridades”. También resalta que, para 
llevar a cabo esa calificación, los jueces tienen la facultad de tener en cuen-
ta tanto el derecho penal colombiano como el derecho internacional –de 
Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario, Derecho Penal 
Internacional–, por lo que los casos de actores económicos deberían con-
siderarse a la luz de esa diversidad de fuentes (Michalowski et al., 2018, 
pp. 211-218).
Los elementos de la responsabilidad penal, incluso  
la participación determinante, de los actores económicos
Tanto el derecho penal colombiano como el penal internacional distin-
guen varias modalidades de responsabilidad por crímenes: autoría (direc-
ta, coautoría y mediata), determinación y complicidad.
La coautoría requiere un plan común con división del trabajo o acu-
mulación de esfuerzos que permite hablar de una acción conjunta forma-
da por actos parciales. El aporte de cada uno deberá ser una contribución 
importante y, de hecho, indispensable para su comisión.2 En muchos casos 
de participación de actores económicos en los crímenes más graves, será 
difícil demostrar la indispensabilidad del aporte del tercero. Por ejemplo, 
en casos de financiamiento, probar que sin los aportes de un tercero indi-
vidual un crimen específico no se hubiera cometido no será fácil. Es quizá 
por este requerimiento de causalidad que la coautoría no se ha usado mu-
cho en el contexto de Justicia y Paz o parapolítica para vincular a terceros 
a los crímenes, fuera de coautoría mediata o de concierto para delinquir 
(Michalowski et al., 2018, pp. 227-228).
En los contextos de Justicia y Paz y parapolítica, una de las figuras 
jurídicas usadas para atribuir responsabilidad penal a terceros fue la au-
toría mediata en aparatos organizados de poder, que se basa en la relación 
del tercero con el actuar del grupo. La Corte Suprema de Justicia (CSJ) 
ha expuesto que comprometen dicha responsabilidad las actividades de 
2 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, Sentencia 21981 de 
18 de febrero de 2004.
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fomentar y promover el grupo,3 organizar el crimen y desarrollar compor-
tamientos propios de un miembro de la organización,4 así como controlar 
“desde arriba” el aparato de poder, compartiendo el mando con los jefes 
militares que ejecutaban en el terreno el plan.5 Al mismo tiempo, la Sala 
de Casación Penal destacó que “estar inmerso en un contexto de macro-
criminalidad no releva al ente acusador de acreditar individualmente la 
responsabilidad penal en relación con un hecho concreto”.6 Esto señala un 
desafío importante para la JEP en casos contra actores económicos: para 
condenarlos por autoría mediata es preciso demostrar un vínculo concre-
to entre el tercero civil individual y el crimen cometido, algo que en pocos 
casos será posible.7
Esta dificultad para demostrar la concurrencia de los elementos de 
la coautoría o la autoría mediata en casos de actores económicos que pre-
suntamente participaron en delitos relacionados con el conflicto armado 
ha hecho que la jurisdicción ordinaria suela acudir a la figura del concier-
to para delinquir agravado. La ventaja de usar el concierto para delinquir 
es que solamente requiere establecer la existencia de un acuerdo entre el 
actor económico y los grupos armados, sin que sea necesario mostrar un 
vínculo entre los actores económicos y crímenes específicos (Michalows-
ki et al., 2018, pp. 233-238, 242-243).
Sin embargo, en muchos casos, por ejemplo, casos de financiación 
de los grupos armados, la gravedad de la participación de actores puede 
verse reflejada de mejor manera en la importancia y el efecto de los apor-
tes que en la existencia o no de un acuerdo con dichos grupos. Un enfoque 
exclusivo en el concierto para delinquir entonces no es satisfactorio, pues 
podría invisibilizar casos donde los aportes tuvieron un efecto en la co-
misión de graves crímenes, aunque no se pueda demostrar claramente la 
existencia del acuerdo (Michalowski et al., 2018, p. 174).
En la jurisprudencia internacional, estos casos a menudo se anali-
zan bajo la óptica de la complicidad (Michalowski et al., 2018, pp. 149-
181). Sin embargo, la jurisdicción ordinaria le ha dado poca relevancia a 
3 Ibid., p. 20. 
4 Ibid., p. 106. 
5 Ibid., p. 108. 
6 Ibid., p. 152.
7 Véase también Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, Auto 
Interlocutorio del Proceso 34248 de 19 de agosto de 2015, y Michalowski 
et al. (2018, pp. 229-231, 242-243).
la complicidad, por calificarla como participación de menor relevancia e 
intensidad.8
Se debe tener en cuenta que la complicidad en la comisión de 
crímenes internacionales es una forma punible de participación
A pesar de que la jurisdicción ordinaria no ha usado la complicidad como 
forma de imputación para la participación de actores económicos en crí-
menes cometidos en el contexto del conflicto armado, esta juega un rol 
importante en el derecho penal internacional y es una herramienta útil 
para pensar la responsabilidad de estos actores en el conflicto.9 Ya en el 
2012, la Oficina de la Fiscalía de la Corte Penal Internacional (CPI) resal-
tó, en relación con las actuaciones relativas a los grupos paramilitares, sus 
asociados y patrocinadores en Colombia, la importancia de “revelar el apo-
yo y la complicidad proporcionada por redes políticas, militares, económi-
cas y administrativas”.10 En su amicus curiae ante la Corte Constitucional 
sobre algunos aspectos del Acto Legislativo 01 de 2017, específicamente 
la responsabilidad de terceros civiles, la fiscal de la CPI, Fatou Bensouda, 
insistió en la importancia de incluir la complicidad en el análisis jurídico 
de la participación de los terceros para cumplir las obligaciones interna-
cionales que el DPI le impone al Estado colombiano.
Aunque la complicidad es una forma punible de participación en el 
derecho penal colombiano en casos en los que el actor económico hace 
un aporte que efectivamente facilita la comisión de un crimen (Márquez, 
2009 p. 134), la jurisdicción ordinaria no la ha usado como forma de im-
putación para la participación de actores económicos en crímenes come-
tidos en el contexto del conflicto por calificarla como participación de 
menor relevancia e intensidad.11
8 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, Sentencia, Aprobada 
Acta 277, diciembre 2 de 2009, p. 15.
9 Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizara-
zo Ocampo, Sección 4.1.6.3.
10 Corte Penal Internacional (CPI). Situación de Colombia. Reporte interme-
dio, noviembre de 2012, pará. 209. Este informe fue citado por la Corte 
Constitucional en la sentencia sobre el Marco Jurídico para la Paz, donde 
consignó la recomendación del Centro Internacional para la Justicia Tran-
sicional (ICTJ, por sus siglas en inglés) de no limitar las investigaciones a 
los miembros de los grupos armados, basada en dicho documento (ibid., 
pará. 3.6.9).
11 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, Sentencia, Aprobada 
Acta 277, diciembre 2 de 2009, p. 15, y Michalowski et al. (2018, pp. 238-
239).
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No obstante, para el trabajo de la JEP la complicidad es de suma 
importancia. Si un actor económico hizo aportes a los grupos armados 
que facilitaron la comisión de crímenes internacionales, sin que haya sido 
coautor o autor mediato de estos crímenes, y sin la existencia de un acuer-
do entre él y el grupo armado, el actor económico en todo caso cometió 
un injusto penal en forma de complicidad. Por ende, si este actor econó-
mico se somete a la JEP, no hay ninguna razón para excluirlo y, de esta 
manera, evitar que haga aportes a la verdad, reparación y garantías de no 
repetición. Esto aún más si se tiene en cuenta la ineficacia de la jurisdic-
ción ordinaria para investigar y juzgar casos de participación por compli-
cidad en este contexto.
Lo que hace falta en casos de complicidad es un análisis de la in-
tensidad del aporte para decidir si la complicidad se puede calificar como 
participación determinante o si es de un nivel menos importante y se justi-
fica una renuncia a la persecución penal. Los estándares del derecho inter-
nacional consuetudinario que se introducirán más adelante proporcionan 
criterios importantes para informar este análisis (Michalowski et al., 2018, 
pp. 244-251). Dado que la normativa interna relevante para el trabajo de 
la JEP no contiene ninguna definición del concepto de complicidad, dife-
rente al caso del control de mando, no existen conflictos entre el derecho 
internacional consuetudinario y el derecho colombiano que generen du-
das a la oportunidad de aplicar los principios del derecho internacional 
consuetudinario sobre complicidad.
Se debe encontrar una definición adecuada de participación 
determinante en los casos más graves y representativos,  
que refleje la lógica del SIVJRNR y los estándares del derecho 
internacional consuetudinario
Dentro de la lógica del SIVJRNR, el concepto de “participación determi-
nante” tiene la función esencial de comprobar en qué casos de participa-
ción por parte de actores económicos corresponde o no una sanción penal. 
Las sanciones penales solamente están previstas en caso de participación 
determinante en crímenes no amnistiables, mientras que la situación jurí-
dica de aquellos que “no hayan tenido una participación determinante en 
los casos más graves y representativos” queda bajo la competencia de la 
SDSJ, con la posibilidad de conferir un cierre jurídico en la forma de la re-
nuncia a la acción penal u otro tipo de terminación anticipada del proceso.
Por ende, este concepto tiene que ser interpretado teniendo en cuen-
ta que de esa definición dependen tanto el destino jurídico de los actores 
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económicos como la legitimidad de la JEP, que requiere un equilibrio en-
tre garantizar que no haya impunidad en los casos de máxima responsabi-
lidad de los actores económicos, y la renuncia a la acción penal en el resto 
de los casos.
Todas las formas de imputación, como determinación, autoría, in-
cluso coautoría y autoría mediata, y complicidad, pueden calificarse según 
la intensidad de la participación en el caso específico, como participación 
determinante que resulte en una sanción penal (Michalowski et al., 2018, 
pp. 251-260).
En la Sentencia C-674 de 2017 sobre el Acto Legislativo 01 de 2017, 
la Corte incluso incluyó la complicidad en las modalidades de participa-
ción que tienen relevancia para determinar quiénes son los máximos res-
ponsables por un crimen.12 La Corte explicitó que:
… los títulos de imputación previstos en la legislación nacio-
nal pueden ser utilizados para investigar, juzgar y sancionar a los 
máximos responsables de los crímenes más graves y representa-
tivos cometidos en el marco del conflicto armado, a través de las 
distintas formas de autoría y participación, mediante las diferen-
tes formas de comisión de delitos según la modalidad activa o 
pasiva de la conducta del sujeto activo, e, incluso, a través de los 
distintos tipos penales.13 
Aunque esto demuestra que casos de complicidad pueden ser de 
alta intensidad, dada la gran variedad de la participación por complicidad 
(desde aportes aislados y de menor relevancia hasta aportes sostenidos 
sobre un largo periodo y de alta importancia), los casos de complicidad 
requerirán un análisis especialmente riguroso para definir si la partici-
pación tuvo un nivel tan alto de intensidad que se puede calificar como 
participación determinante. Como se verá, los estándares del derecho in-
ternacional consuetudinario son más restrictivos que los del derecho co-
lombiano. Mientras que en el derecho penal colombiano la complicidad 
de cualquier nivel de intensidad es punible, en el derecho internacional, 
per definitionem, la complicidad se limita a casos de participación de alta 
12 Corte Constitucional, Sentencia C-674 de 2017, M. P. Luis Guillermo Gue-
rrero Pérez, párr. 5.5.1.9, p. 364. Además, recordó que el Código Penal y 
el Código Penal Militar contemplan distintas formas de autoría y participa-
ción, con figuras como la autoría mediata, la coautoría, la instigación y la 
complicidad. 
13 Idem.
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intensidad por lo cual los estándares internacionales pueden servir de guía 
para la definición de la participación determinante.
El enfoque del análisis del elemento objetivo de la participación 
determinante por complicidad debe ser en el impacto  
de la participación en la comisión de crímenes internacionales 
Según el TPIY –cuya jurisprudencia refleja, según la fiscal de la CPI, Fatou 
Bensouda,14 el derecho internacional consuetudinario sobre la responsa-
bilidad por complicidad–, para que se configure el elemento objetivo de 
la complicidad se requiere una asistencia material que tenga efecto sus-
tancial en la comisión de un crimen o de crímenes internacionales. Para 
considerar que dicho efecto es sustancial es suficiente que la asistencia 
haya marcado una diferencia significativa en la comisión del crimen.15 Los 
estándares internacionales no requieren demostrar un vínculo causal en 
forma de condición sine qua non en el sentido de que sin el aporte de un 
actor económico individual el delito no habría podido cometerse.16 Así, el 
operador jurídico debe tener en cuenta al menos dos características para 
determinar si la asistencia del presunto cómplice fue significativa.
Por un lado, para determinar que la asistencia marcó una diferen-
cia significativa hay que considerar su efecto en el actuar de los grupos 
armados o en el impacto para la comisión de un crimen. Este se puede 
inferir, por ejemplo, del volumen de la asistencia, especialmente en casos 
de financiación o abastecimiento de bienes y servicios importantes para 
la comisión de crímenes, como armas, infraestructura, etc.17 En cuanto 
a la participación por financiación, algunos criterios para acercarse a una 
14 CPI, Escrito de amicus curiae de la fiscal de la Corte Penal Internacional 
sobre la Jurisdicción Especial para la Paz ante la Corte Constitucional de 
la República de Colombia, octubre 18 de 2017. Recuperado de http://
cr00.epimg.net/descargables/2017/10/21/17135b6061c7a5066ea86
fe7e37ce26a.pdf?int=masinfo
15 ICTY, Prosecutor v. Furundzija, Case IT-95-17/1, Trial Chamber Judgment, 
para. 235 (dicienbre 10 de 1998); ICTY, Prosecutor v. Tadić, Case IT-94-
1-T, Trial Chamber Judgment (“Tadić I”), para. 688 (mayo 7 de 1997); ICTY, 
Prosecutor v. Blagojevic and Jokic, Case IT-02-60-A, Appeal Judgement, 
paras. 127 y 134 (mayo 9 de 2007).
16 Idem.
17 Un estándar parecido se aplicó en los tribunales de Nuremberg, en el con-
texto de la participación de industriales en los crímenes nazis, salvo en 
casos de transacciones ordinarias de negocio. Véase también Tribunal 
Especial para Sierra Leona (SCSL, por sus siglas en inglés), Prosecutor v. 
Taylor, Case SCSL-03-01-A, Appeals Judgment (septiembre 26 de 2013). 
Véase también Michalowski et al. (2018, pp. 158-170). 
60 Los terceros complejos: la competencia limitada de la JEP
evaluación sobre cuándo tuvo un efecto sustancial podrían ser el monto 
de los aportes, si se trató de un acto aislado o de financiación regular du-
rante un periodo de tiempo importante, y el impacto de la financiación 
para la existencia y las actuaciones del grupo armado financiado (Micha-
lowski et al., 2018, pp. 272-275).
Por otro lado, la experiencia internacional muestra que, usualmente, 
los graves crímenes internacionales no se pueden cometer sin una mag-
nitud de aportes distintos que, vistos aisladamente, pueden tener menor 
relevancia, pero en conjunto facilitan las estructuras que hacen posible la 
comisión de abusos masivos.18 Así, en el contexto de crímenes sistemá-
ticos cometidos por grupos que recibieron asistencia de varias fuentes 
y personas, cada una de ellas puede incurrir en responsabilidad como 
cómplice, siempre que sea posible demostrar, a la luz de todo el apoyo re-
cibido por el autor del crimen, que la asistencia brindada por el cómplice 
tuvo un efecto sustancial en la comisión de los crímenes.19
Las definiciones del elemento objetivo en el derecho penal colom-
biano son similares a las del derecho internacional consuetudinario, lo 
que facilita pensar esta responsabilidad desde la óptica de los estándares 
internacionales. La complicidad requiere causalidad en la forma de mos-
trar que el aporte “efectivamente acelera, asegura o facilita la ejecución o 
intensifica el resultado del delito en la forma en que era previsible” (López 
Peregrín, 1997, p. 358).20 Ni el derecho nacional ni el internacional exigen 
causalidad sine qua non. La diferencia reside en que en el derecho penal 
colombiano no es necesario que el efecto de la participación sea sustancial 
(Michalowski et al., 2018, pp. 244-248).
18 SCSL, Prosecutor v. Taylor, Case SCSL-03-01-A, Appeals Judgment (sep-
tiembre 26 de 2013). 
19 Idem. Véase también Michalowski et al. (2018, pp. 162-163).
20 No obstante, a diferencia de la coautoría para la que se requiere un codo-
minio funcional por parte del coautor y un aporte esencial, necesario para 
la realización del hecho, si el delito se consuma de todas formas, con o 
sin el aporte, “la valoración a la que se puede arribar es que se está ante 
la presencia de una complicidad”. Corte Suprema de Justicia. Sala de Ca-
sación Penal, Sentencia SP 29221 del 2 de septiembre de 2009, pp. 15, 
91-93.
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La participación determinante por complicidad  
puede darse de manera indirecta y no requiere  
una participación en crímenes específicos e individualizables
En muchos de los casos de financiación de los grupos armados será impo-
sible demostrar un vínculo entre la participación de terceros y crímenes 
individuales, pues muy raras veces habrá financiación de crímenes especí-
ficos. Por el contrario, la financiación a gran escala tuvo más bien el efecto 
de habilitar a los grupos armados para cometer graves crímenes de mane-
ra sistemática. En otras palabras, en estos casos la contribución del actor 
económico suele ser para facilitar las acciones atroces del actor armado en 
general y rara vez se pueden identificar móviles concretos –comisión de 
un homicidio o actos de despojo, por ejemplo– que motiven este apoyo 
(Michalowski et al., 2018, pp. 272-275).
En definitiva, no se puede dejar de lado la responsabilidad de actores 
económicos por complicidad en crímenes no específicos o individualiza-
bles, o en crímenes sistemáticos cometidos por los grupos armados. No 
se trata de plantear una condena en abstracto, sin necesidad de vincular a 
los actores económicos con crímenes concretos, sino pensar en investiga-
ciones de y condenas por complicidad en, por ejemplo, crímenes sistemá-
ticos cometidos por los grupos armados si se puede probar que se brin-
daron aportes extensivos, sostenidos y vitales y que, por ende, tuvieron 
un efecto sustancial en la facultad de este grupo para cometer crímenes 
específicos (Michalowski et al., 2018, pp. 249-252).
En efecto, reducir las investigaciones sobre complicidad a casos de 
participación en crímenes específicos e individualizables sería incompa-
tible con el derecho internacional consuetudinario, según la fiscal de la 
CPI.21 Esto es particularmente relevante en contextos como el colombia-
no, en los que se trata de colaboración con grupos al margen de la ley. En 
estos casos, como lo demuestran sentencias de los tribunales de Núrem-
berg y de los tribunales penales internacionales ad hoc, los aportes sustan-
ciales que apuntan al fomento o a la supervivencia del grupo armado que 
cometió crímenes internacionales podrían causar un riesgo importante 
para bienes jurídicos relevantes.22 Por ende, un enfoque exclusivo de las 
21 CPI, Escrito de amicus curiae de la fiscal de la Corte Penal Internacional 
sobre la Jurisdicción Especial para la Paz ante la Corte Constitucional de 
la República de Colombia, cit., p. 19. 
22 Véanse sentencias US Military Tribunal Nuremberg, United States v. Flick 
(“The Flick Case”), 6 Trials of War Criminals Before the Nuremberg Military 
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investigaciones jurídicas en actos de participación en crímenes específicos 
o individualizables no llegaría a responsabilizar a los actores económicos 
por las consecuencias de aportes significativos que facilitan la comisión de 
graves crímenes (Michalowski et al., 2018, pp. 244-248).
En la misma línea argumentativa, en su pronunciamiento sobre el 
caso colombiano la fiscal de la CPI resaltó que, a la luz del derecho in-
ternacional consuetudinario, la competencia de la JEP sobre actores eco-
nómicos tendría que incluir casos en los que un tercero hizo un aporte 
sustancial a los crímenes más graves, aun si se hiciera de forma indirecta.23
En contextos de macrocriminalidad, la experiencia internacional ha 
mostrado que la complicidad puede darse de manera directa, con relación 
a un crimen o crímenes específicos, o de manera indirecta, facilitando la 
comisión de crímenes al hacer aportes que posibilitan la existencia de 
grupos que los cometen.24 Como se vio, esto último es fundamental para 
pensar la responsabilidad de actores económicos en un contexto donde 
los aportes de distintos actores habilitaron y facilitaron la creación y ope-
ración de grupos armados y, así, la persistencia del conflicto colombiano.
Aplicar el estándar de conocimiento en los casos  
de participación determinante por complicidad
El elemento subjetivo de la complicidad en el derecho internacional con-
suetudinario es el conocimiento de que el acto del cómplice asistirá al au-
tor principal en la comisión de un crimen.25 Esto quiere decir que no hace 
falta que el colaborador conozca cuál es el crimen preciso que se pretendía 
cometer o que se cometió finalmente. El estándar es más bien de cono-
cimiento de un tipo de crímenes que la asistencia facilitaría. Si el actor 
es consciente de que se cometerá un delito entre varios posibles y uno 
Tribunals Under Control Council Law 10, y SCSL, Prosecutor v. Taylor, Case 
SCSL-03-01-A, Appeals Judgment (septiembre 26 de 2013), citadas en 
Michalowski et al. (2018, pp. 149-163).
23 CPI. Escrito de amicus curiae de la fiscal de la Corte Penal Internacional 
sobre la Jurisdicción Especial para la Paz ante la Corte Constitucional de 
la República de Colombia, cit., p. 19.
24 Véase, por ejemplo, SCSL, Prosecutor v. Taylor, Case SCSL-03-01-A, Ap-
peals Judgment (septiembre 26 de 2013).
25 ICTY, Prosecutor v. Furundzija, Case IT-95-17/1, Trial Chamber Judgment, 
para. 235 (diciembre 10 de 1998); ICTY, Prosecutor v. Vasiljevic, Case IT-
98-32-A, Appeals Judgment (febrero 25 de 2004), para. 102; Prosecutor 
v. Aleksovski, Case IT-95-14/1-A (marzo 24 de 2000), paras. 162-163; 
ICTY, Prosecutor v. Blaskic, Case IT-95-14-A, Appeals Judgment (julio 29 
de 2004), para. 45.
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de esos delitos se comete, de hecho, se entiende que conscientemente ha 
facilitado la comisión de ese delito.26
Por otro lado, es importante aclarar que el estándar no es de pro-
pósito, no es necesario que la participación tuviera la finalidad de asistir 
en la comisión de crímenes; el solo conocimiento basta.27 Por eso, el que 
una colaboración estuviese primeramente motivada por intereses econó-
micos, o por buscar beneficios personales, no niega el elemento subjetivo.
El estándar de conocimiento no es ajeno al derecho penal colombia-
no pues se ve reflejado en el concepto de dolo indirecto, donde la finalidad 
del sujeto no es producir el resultado, pero este se asume como conse-
cuencia necesaria de lo querido.28 Así, en el caso de actores económicos, 
el dolo no requiere que participen en crímenes con la motivación o el pro-
pósito de que se cometan delitos, sino que es suficiente que lo hagan con 
pleno conocimiento de que esa será la consecuencia de su actuar.
En casos de colaboración estrecha con respecto a crímenes específi-
cos, como la financiación para que los grupos armados cometan crímenes 
que benefician al financiador,29 y en los que existen intereses comunes,30 
26 ICTY, Prosecutor v. Furundzija, Case IT-95-17/1, Trial Chamber Judgment 
(diciembre 10 de 1998), para. 246; ICTY, Prosecutor v. Blaskic, Case IT-
95-14-A, Appeals Judgment (julio 29 de 2004), para. 45. Michalowski et 
al. (2018, pp. 239-240). 
27 ICTY, Prosecutor v. Furundzija, Case IT-95-17/1, Trial Chamber Judgment, 
para. 235 (diciembre 10 de 1998); ICTY, Prosecutor v. Vasiljevic, Case 
IT-98-32-A, Appeals Judgment (febrero 25 de 2004), para. 102; Prose-
cutor v. Aleksovski, Case IT-95-14/1-A (marzo 24 de 2000), paras. 162-
163; ICTY. Prosecutor v. Perisic, Case IT-04-81-A, Trial Chamber Judgment, 
para. 48 (febrero 28 de 2013), para. 48; US Military Tribunal Nuremberg. 
United States v. Flick (“The Flick Case”), 6 Trials of War Criminals Before 
the Nuremberg Military Tribunals Under Control Council Law 10, pp. 1217-
1223.
28 Véase Fernández Carrasquilla (2004). Para el análisis del concepto de 
dolo eventual que hace la Corte Suprema de Justicia, véase Sala de Ca-
sación Penal, Sentencia SP 32964 de 25 de agosto de 2010, M. P. José 
Leonidas Bustos Bustos. Para una discusión teórica, véase Velásquez y 
Wolffhügel (2012). En relación con la jurisprudencia internacional, Bena-
vides resalta el caso Tadić del TIPY, que reconoce que “la conducta ha 
sido realizada con un dolo eventual, en la medida en que el acto era pre-
visible pero la persona lo dejó librado al azar” (2016, p. 253). 
29 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, Sentencia SP 16740 
de 9 de diciembre de 2014. 
30 Como en el caso de Urapalma. Véase Juzgado Quinto Penal del Circuito 
Especializado de Medellín, sentencia del 30 de octubre de 2014, Radica-
do 201101799. 
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demostrar el elemento subjetivo no causará problemas, porque los actores 
económicos tendrán conocimiento de los crímenes en los que están parti-
cipando, así como la intención directa de facilitar su comisión.
Demostrar el elemento subjetivo puede ser más difícil en casos de 
complicidad en crímenes no específicos, por ejemplo, en crímenes co-
metidos por un grupo armado al proporcionar al grupo financiamiento 
o apoyo logístico. En estas situaciones es poco probable que existiera el 
propósito de que con los aportes se cometieran crímenes. Sin embargo, 
en muchos de esos casos la comisión de graves crímenes por los grupos 
armados habrá sido de conocimiento general. Aunque de esto se podrá 
inferir el conocimiento del actor económico acusado de haber sido cóm-
plice en los crímenes, es necesario probar su conocimiento por lo menos 
del tipo de crímenes que fueron cometidos en cada caso individual. En el 
marco del derecho internacional predomina un estándar de conocimiento 
actual, pero este se puede inferir aunque, en todo caso, nunca sea suficien-
te con que la persona “debería haber conocido” el hecho.31
Al respecto, la Comisión Internacional de Juristas ha concluido que 
“el representante de una empresa que sepa que el comprador del equipo 
que vendió lo usará probablemente para cometer algún delito entre varios 
posibles, no eludirá su responsabilidad porque exista incertidumbre sobre 
el delito concreto que el comprador quiera cometer” (CIJ, 2008).
Al explicar cómo los principios del derecho internacional consue-
tudinario deberían influir en el análisis jurídico en el caso colombiano, 
Bensouda aseguró que, por ejemplo, si una empresa privada financia a un 
grupo armado involucrado en la comisión de crímenes, es irrelevante si el 
apoyo económico estaba específicamente dirigido a su comisión o apun-
taba a la supervivencia del grupo. Tampoco es relevante si apoyar al grupo 
armado es el objetivo principal de la empresa.32
La participación determinante en un crimen 
internacional se puede dar por acción o por omisión
No se debe excluir a priori la participación por omisión. Tanto la jurispru-
dencia internacional que refleja el derecho penal consuetudinario como 
31 ICTY, Prosecutor v. Tadić, Case ICTY-94-1-T, Judgment (mayo 7 de 1997), 
para. 659; ICTR, Prosecutor v. Kayishema & Ruzindana, Case ICTR-95-1-T, 
Judgment (mayo 21 de 1999), para. 134.
32 CPI, Escrito de amicus curiae de la Fiscal de la Corte Penal Internacional 
sobre la Jurisdicción Especial para la Paz ante la Corte Constitucional de 
la República de Colombia, cit., p. 19.
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el derecho penal colombiano reconocen que la participación en crímenes 
internacionales puede realizarse por acción y omisión, y equipara estos 
dos casos en términos de gravedad y punibilidad. En ese sentido, la fiscal 
de la CPI recordó que la responsabilidad por omisión puede ser tan gra-
ve como aquella por acción e, igualmente, resultar en responsabilidad del 
más alto nivel.33
Los casos del Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR) de-
muestran que terceros civiles pueden incurrir en responsabilidad por no 
prevenir crímenes si están en una posición de control. Por ejemplo, en el 
caso de los medios en Ruanda, la Corte expandió la figura de responsabili-
dad de mando a casos de responsabilidad por omisión por los miembros 
de la junta directiva de una estación de radio, por no ejercer su autoridad 
para prevenir la difusión de mensajes que llamaban al genocidio de los 
Tutsi, aunque estaban conscientes de las transmisiones y su contenido.34 
En ese supuesto, la responsabilidad parece resultar de una omisión y no de 
una acción.35 Por ende, es fundamental no dar a los conceptos de partici-
pación determinante por terceros una interpretación que excluya a priori 
este tipo de responsabilidad.
En Colombia, aunque en la gran mayoría de los casos de responsa-
bilidad de terceros la participación habría sido por acción, el estudio de 
las menciones de participación de actores económicos en las sentencias 
de Justicia y Paz muestra que existen potenciales casos de participación 
por omisión, por lo que no tendría justificación obviar estos y concen-
trarse únicamente en la participación por acción (Michalowski et al., 2018, 
p. 258). Por ejemplo, en la sentencia de Jesús Ignacio Roldán se menciona, 
respecto de la masacre de La Horqueta, que tuvo lugar el 21 de noviembre 
de 1997, el suministro de armamento y uniformes en un carro tanque de 
Proleche.36 Se podría tratar de una participación por acción por parte de los 
directores de Proleche, pero también de un caso de omisión si ellos no la 
ordenaron, pero tampoco ejercieron su control para evitarla.
33 Idem; véase también Michalowski et al. (2018, pp. 163-166).
34 ICTR, Prosecutor v. Nahimana et al., Case ICTR-99-52, Sentencing Judg-
ment (diciembre 3 de 2003), para. 972 y 973. 
35 Idem; Prosecutor v Alfred Musema. Amended Indictment, Case ICTR-96-
13 (abril 29 de 1999).
36 Tribunal Superior de Bogotá. Sala de Justicia y Paz, Sentencia de 9 de 
diciembre de 2014. Condena de Jesús Ignacio Roldán Pérez, alias Mono-
leche, M. P. Rubén Darío Pinilla Cogollo, p. 159.
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Se debe llevar a cabo un análisis caso por caso para 
evaluar si hubo o no participación determinante  
de actores económicos en crímenes internacionales
La jurisprudencia internacional demuestra la necesidad de un análisis 
caso por caso para determinar si hubo o no participación por parte de ter-
ceros en crímenes internacionales. Esto significa que no se pueden excluir 
a priori ciertas conductas, como la financiación de grupos armados, del al-
cance del concepto de la participación que equivale a un crimen, sino que 
se debe evaluar en cada caso individual si hubo o no participación según 
el derecho penal internacional (Michalowski et al., 2018, pp. 255 y 291).
Esto no contradice el análisis jurídico caso por caso de la responsa-
bilidad penal de los actores económicos, pues no implica que los casos 
se investiguen por separado y en aislamiento en lugar de un análisis en el 
contexto de fenómenos penales o patrones de criminalidad. Más bien esto 
significa, simplemente, que la responsabilidad individual de cada uno de 
los actores investigados en el contexto de dicho análisis se tiene que de-
terminar llevando a cabo un examen de todas las circunstancias del caso es-
pecífico para precisar si hubo o no participación penal y en qué modalidad.
Pautas generales recomendadas a la Jurisdicción 
Especial para la Paz para definir si la participación 
de un actor fue determinante o no
A fin de orientar el análisis de la participación determinante de forma 
transparente y previsible para los actores económicos afectados es crucial 
desarrollar algunas pautas generales al respecto. Estas podrían basarse en 
las siguientes consideraciones (Michalowski et al., 2018, pp. 251-260) :
 ■ Si el actor económico formaba parte de la estructura de poder del 
grupo que cometió los crímenes y, por ende, tuvo una alta influen-
cia sobre el actuar del grupo, se podría pensar en participación 
determinante en forma de autoría mediata en todos los crímenes 
cometidos por el grupo o, según el caso, en crímenes cometidos 
durante un periodo o en una región específica, o en crímenes es-
pecíficos en los que se manifestó su influencia.
 ■ Si el actor económico, sin formar parte de la estructura de poder 
del grupo, fomentó, controló u organizó junto a los dirigentes de 
este el actuar del mismo, se podría pensar en participación deter-
minante con respecto a crímenes individuales en los que el tercero 
civil intervino de esta manera.
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 ■ Para determinar el efecto sustancial en la comisión de crímenes 
específicos, por ejemplo, en el caso de proporcionar aporte lo-
gístico para el desplazamiento forzado de determinadas comuni-
dades, se puede pensar en criterios como el número de crímenes 
así facilitados, el número de víctimas afectadas, la vulnerabilidad 
especial de las víctimas, pero siempre combinado con un análisis 
de la intensidad del apoyo brindado al grupo armado. Esto porque 
la culpabilidad del actor económico se define primeramente por 
este último factor.
 ■ Con respecto a la determinación de la intensidad, algunos puntos 
importantes serían la calidad de los aportes para la comisión de 
los crímenes. Aunque un nexo causal en forma de conditio sine qua 
non no es necesario para hablar de participación determinante, si 
un crimen no habría sido cometido sin el aporte de un actor eco-
nómico, esto puede ser un indicio de una más alta intensidad de 
la participación y, por ende, influir en su calificación como deter-
minante.
 ■ Con respecto a la complicidad en crímenes no específicos, como 
en el caso de la financiación de grupos armados que facilitó o ha-
bilitó su existencia y sus operaciones criminales, algunos criterios 
relevantes podrían ser tanto la regularidad del aporte como el ni-
vel de importancia de estos para la comisión de los crímenes. Por 
ejemplo, en casos de financiamiento o suministro de armas, apor-
tes regulares durante un tiempo mínimo que, en su totalidad, llegan 
a un alto nivel de importancia para la comisión de los crímenes.
 ■ Una vez establecida la gravedad de la participación a nivel objeti-
vo, con respecto al nivel subjetivo se podría considerar qué casos 
en los que la participación ocurrió con el propósito de facilitar la 
comisión de graves crímenes son más serios que los de participa-
ción solamente con conocimiento de esta consecuencia.
 ■ Para el análisis caso a caso de la responsabilidad de actores eco-
nómicos es importante tener en cuenta que ninguna de las pautas 
aquí esbozadas se debería aplicar sin analizar el conjunto de to-
dos los factores relevantes del caso. Así, un aporte aislado puede, 
en algunas circunstancias, tener un efecto más importante en la 
comisión de un crimen que aportes regulares que se hicieron du-
rante varios años. Igualmente, es posible que un aporte aislado, 
pero menor, hecho con el propósito de facilitar la comisión de un 
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crimen, pueda ser menos importante que aportes regulares que 
se brindaron con el mero conocimiento de los crímenes que así 
se facilitarían.
Eximentes de responsabilidad
Aun en casos en los que se puede demostrar la existencia de los elemen-
tos objetivo y subjetivo de la participación de un actor económico en un 
crimen grave, esto no resulta automáticamente en su culpabilidad. Esta 
depende más bien de si se trata de participación voluntaria o de una cola-
boración coaccionada.
El Código Penal colombiano excluye la responsabilidad penal en ca-
sos de insuperable coacción ajena (art. 32, num. 8) y de “necesidad de pro-
teger un derecho propio o ajeno de un peligro actual o inminente, inevita-
ble de otra manera, que el agente no haya causado intencionalmente o por 
imprudencia, y que no tenga el deber jurídico de afrontar” (art. 32, num. 
7). Dado que se escucha regularmente que la participación de muchos 
de los actores económicos en los crímenes relacionados con el conflicto 
armado se dio por coacción,37 es de esperar que muchos de los terceros 
que comparezcan ante la JEP invoquen este eximente. Por consiguiente, la 
definición y el alcance de este concepto, así como su aplicación al contex-
to del conflicto colombiano, son de suma importancia.
La coacción debe ser probada caso a caso mediante 
un análisis jurídico riguroso
Según la jurisprudencia de la CSJ, la coacción tiene los siguientes ele-
mentos:
 ■ Existencia de un riesgo actual o inminente.
 ■ Protección de un derecho propio o ajeno por la acción en contra-
vención del Código Penal contra un mal que para el violentado 
37 Efectivamente, el 15 de noviembre de 2017, la revista Dinero resaltó que 
antes del fallo de la Corte Constitucional sobre el Acto Legislativo 01 de 
2017, “los empresarios manifestaron su inquietud por cuenta de que la 
JEP pudiera prestarse para que terceros terminaran respondiendo por si-
tuaciones del conflicto en la que muchos de ellos fueron víctimas, como 
las extorsiones que ganaderos y agricultores tuvieron que pagar a los gru-
pos armados durante muchos años en Colombia” (Dinero, 2017). Igual-
mente, en una entrevista con la revista Semana el 9 de marzo de 2016, 
el fiscal general de la nación, Néstor Humberto Martínez, afirmó que “la 
realidad es que la gran mayoría de los empresarios fueron víctimas de la 
extorsión de las FARC y de los paras” (Semana, 2016). 
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sea de naturaleza más grave que el que puede ocasionar con la co-
misión del hecho ilícito propuesto.
 ■ Inevitabilidad del daño por otro procedimiento menos perjudi-
cial, siempre analizado en el contexto histórico concreto.38
Teniendo en cuenta las dinámicas del conflicto colombiano, en mu-
chos casos de colaboración entre actores económicos y grupos armados 
puede parecer obvio que existió un riesgo actual o inminente para un bien 
jurídico propio o ajeno. En palabras de la Corte Constitucional en la Sen-
tencia C-080 de 2018:
No serían consideradas responsables las personas de la pobla-
ción civil que hayan estado bajo el control territorial, poblacional 
o armado de los grupos combatientes y que, en esas circunstan-
cias, hayan convivido con los crímenes o, inclusive, cohonestado 
con ellos como alternativa de supervivencia, o como consecuen-
cia del fundado temor a las represalias.39 
Sin embargo, como lo demuestran los análisis de la CSJ en algunos 
casos de parapolítica (Michalowski et al., 2018, pp. 72-87), los riesgos que 
enfrentaron la gran mayoría de los actores económicos no los afectaron a 
todos y, ciertamente, no de la misma manera. Por tanto, hay que examinar 
si existió o no un riesgo en cada caso individual y no se puede asumir una 
situación de coacción generalizada (pp. 261-262).
Los criterios que determinan la coacción son cruciales para evaluar 
de manera acertada qué conducta se puede requerir de un actor económi-
co. Tanto el contexto regional como la situación específica de las víctimas 
son importantes para decidir si su actuar fue motivado por la coacción 
y si tenían alternativas para evitar las severas consecuencias de negarse a 
colaborar.
Tanto la jurisprudencia colombiana como los precedentes interna-
cionales40 demuestran que la discusión del concepto de coacción tiene 
38 En este sentido, véase la siguiente sentencia de la CSJ que cita Velásquez 
Velásquez (2009, pp. 563, 564) al respecto: Corte Suprema de Justicia. 
Sala de Casación Penal, Sentencia SP 26970 de 13 de abril de 2011. 
Condena de Óscar Leónidas Wilches Carreño, p. 62; véase también Corte 
Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, Sentencia SP 22005 de 24 
de octubre de 2007, p. 4.
39 Corte Constitucional, Sentencia C-080 de 2018, M. P. Antonio José Lizara-
zo Ocampo, Sección 4.1.6.3.
40 US Military Tribunal Nuremberg, Judgment of 31 July 1948, in Trials of War 
Criminals Before the Nuremberg Military Tribunals, Vol. IX (‘Krupp Trial’); 
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como punto de partida que, en casos de amenazas, incluso de mayor in-
tensidad e inminencia, la persona tiene la posibilidad de elegir entre el sa-
crificio de su propia vida u otro bien jurídico que está en riesgo y cometer 
un crimen contra otro bien jurídico. Esto puede ser sorprendente, dado 
que la coacción presupone una situación de sumisión insuperable de la vo-
luntad (y lo mismo se puede observar en la eximente del num. 9 del art. 38 
del Código Penal: el miedo insuperable). Sin embargo, la jurisprudencia 
parece expresar la idea de que la definición de coacción y su aplicación a 
casos concretos depende de un juicio moral de cómo una persona debería 
haber reaccionado bajo la amenaza y qué reacción se puede esperar razo-
nablemente en las circunstancias específicas (Michalowski et al., 2018, p. 
268).
Como se demostrará, ese juicio moral depende de un análisis ho-
lístico de la proporcionalidad entre, por una parte, el accionar del actor 
económico y el riesgo para sus bienes jurídicos; y, por la otra, de las po-
tenciales alternativas de protegerse sin incurrir en complicidad con los 
grupos armados.
Es necesario tener en cuenta la situación del actor 
económico para analizar si existían alternativas 
razonables para evitar el riesgo
Para el análisis sobre si el actor económico que colaboró con grupos ar-
mados tenía alternativas razonables a su alcance a fin de evitar un riesgo 
para sus bienes jurídicos es importante diferenciar según su situación. Así, 
habría podido ser más difícil para pequeñas empresas o comerciantes in-
dividuales negarse a colaborar sin sufrir graves represalias, mientras que 
representantes de grandes empresas pueden haber tenido más alternativas 
como, en una situación extrema, terminar sus negocios en la zona en lugar 
de colaborar con grupos armados (Naciones Unidas, 2011, p. 24). Así, un 
elemento por considerar podría ser qué tan fácil habría sido la reubicación 
del negocio, y también puede ser relevante saber si del negocio dependía 
el sustento económico del actor económico, o si era una entre varias fuen-
tes de lucro.
Asimismo, se podría pensar en diferenciar entre los actores econó-
micos que ya operaban en una zona que los grupos armados invadieron, y 
aquellos que entraron a una zona que ya estaba bajo el control territorial 
ICTY, Prosecutor v. Erdemović, Case IT-96-22-A, Appeal Judgment (octubre 
7 de 1997).
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de un grupo armado, con pleno conocimiento de que existía una alta pro-
babilidad de que poder ejercer negocios en esa zona dependería de una 
colaboración con estos grupos. En ese último caso resultaría mucho me-
nos convincente el argumento de que la colaboración era inevitable.
Dado que la responsabilidad penal es la de un individuo y no la de 
una empresa, el examen de la coacción debe enfocarse en el individuo 
posiblemente responsable –dueño, director u otra persona natural cuya 
participación está en juego–. Es decir, analizar qué alternativas de acción 
estaban al alcance del actor individual, algo que puede depender, por 
ejemplo, de su posición de poder e influencia dentro de la empresa o de su 
capacidad de maniobra (Michalowski et al., 2018, p. 269).
Llevar a cabo un análisis de la proporcionalidad  
de la acción
La proporcionalidad se mide a partir de una comparación entre la gra-
vedad de las consecuencias de la acción (en este caso la participación o 
colaboración) y la gravedad del riesgo que el actor quiere evitar. Un factor 
importante para el análisis de proporcionalidad es entonces la naturaleza 
del riesgo. Es distinto si se trató de un riesgo para la vida o la integridad 
física, o si lo que estaba en riesgo eran la propiedad o los intereses econó-
micos del actor.
Ahora bien, la vitalidad de los intereses económicos en juego puede 
ser otro factor: colaborar para proteger su tierra por parte de un campesi-
no es distinto a la colaboración por el mismo motivo de un gran latifun-
dista. Según la jurisprudencia internacional,41 existen circunstancias en 
las cuales no es aceptable seguir con sus negocios si la única manera de 
hacerlo es colaborar con grupos criminales y, así, facilitar graves crímenes 
para proteger sus intereses económicos. De esta manera, el interés econó-
mico del empresario en proteger su propiedad y sus bienes no justifica su 
participación en graves crímenes.
Asimismo, en los tribunales internacionales, aunque existen pocas 
sentencias relevantes sobre el tema de la coacción, todas emitidas por los 
tribunales de Núremberg o el TPIY, queda claro que el derecho penal in-
ternacional reconoce la coacción como defensa o eximente, y que la pro-
porcionalidad de la reacción a la amenaza es un punto esencial para defi-
nir si hubo o no coacción en casos concretos. Igualmente, parece haber 
41 US Military Tribunal Nuremberg, Judgment of 31 July 1948, in Trials of War 
Criminals Before the Nuremberg Military Tribunals, Vol. IX (‘Krupp Trial’). 
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claridad sobre el hecho de que en casos de crímenes de lesa humanidad el 
análisis de proporcionalidad requiere suma atención, y que solamente en 
casos excepcionales se puede justificar una participación en tales críme-
nes como reacción a un riesgo o una amenaza (Michalowski et al., 2018, 
pp. 269-270).
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PRIORIZACIÓN Y SELECCIÓN DE SITUACIONES Y CASOS
Dado el volumen de los crímenes cometidos en relación con el conflicto, 
los criterios de priorización y de selección jugarán un papel fundamental 
en el trabajo de la JEP. Mientras que la “priorización se refiere a una téc-
nica de gestión de la carga de trabajo [… que] busca clasificar, organizar 
y definir un orden para la atención de los asuntos [y] pretende ‘establecer 
un orden estratégico con arreglo al cual se investigan y enjuician los casos 
y las situaciones de violaciones y abusos’” ( JEP, 2018b, p. 6), la selección 
determina cuáles casos resultarán en una acción penal y cuáles en una re-
nuncia a la persecución penal.
Existen precedentes internacionales sobre la priorización y la se-
lección (ICC, 2016). La FGN1 y la SRVR ( JEP, 2018b) elaboraron unos 
criterios importantes sobre la priorización y el artículo 19 de la ley esta-
tutaria precisa criterios de selección. Además, mucho se ha escrito sobre 
el tema en Colombia en el contexto de la justicia transicional (Uprimny, 
Sánchez y Sánchez, 2014).
Los criterios de selección enlistados en el artículo 19 de la ley estatu-
taria son los siguientes:
1. gravedad de los hechos;
2.  representatividad;
3.  características diferenciales de las víctimas;
1 FGN, Directiva 001 del 4 de octubre de 2012, “por medio de la cual se 
adoptan unos criterios de priorización de situaciones y casos, y se crea un 
nuevo sistema de investigación penal y de gestión de aquellos en la Fisca-
lía General de la Nación”; FGN, Directiva 002 del 9 de diciembre de 2015, 
“por medio de la cual se amplía y modifica la Directiva 01 de 2012, se de-
sarrolla el alcance de los criterios de priorización de situaciones y casos, y 
se establecen lineamientos para la planificación y gestión estratégica de 
la carga de trabajo y de la investigación penal en la Fiscalía General de la 
Nación”.
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4.  características de los responsables; y
5.  disponibilidad probatoria.
Tanto la Oficina del Fiscal de la CPI como la SRVR (ICC, 2016; JEP, 
2018b) enfatizan que los criterios de la selección son igualmente relevan-
tes para la priorización. Esto también se ve reflejado en el hecho de que los 
criterios mencionados en el artículo 19 de la ley estatutaria son muy pa-
recidos a los criterios de priorización elaborados por la FGN.2 Teniendo 
esto en cuenta, a pesar de las diferencias entre los conceptos de selección 
y priorización, y sus objetivos distintos, las recomendaciones en esta parte 
se refieren a ambos.
Ninguna de las fuentes nacionales e internacionales sobre los crite-
rios de priorización y selección se refiere específicamente a la priorización 
o selección de casos en lo que concierne a la responsabilidad de actores 
económicos. En efecto, la concreción de los criterios de priorización y se-
lección, la gravedad de las conductas y sus efectos, la representatividad 
de los hechos y la importancia de la persecución penal, el concepto del 
máximo responsable y los elementos subjetivos relacionados con los victi-
marios provienen, tanto en la experiencia internacional como en la nacio-
nal, de contextos distintos al de la responsabilidad de actores económicos. 
En su gran mayoría no se aplican fácilmente a esta situación. Un desafío 
particular para la priorización y selección de casos de responsabilidad de 
actores económicos es entonces la falta de experiencia en la adaptación 
de los criterios existentes, al rol de estos actores.
En lugar de presentar en detalle las normativas, las discusiones y los 
precedentes relevantes en términos generales, nos limitaremos a algunas 
reflexiones y recomendaciones de especial relevancia para la priorización 
y selección en el contexto de la responsabilidad de actores económicos.
Antes de esto se presentarán algunas consideraciones alrededor de la 
agrupación y concentración de casos que involucran a actores económi-
cos como pasos preparatorios para la priorización y selección.
2 FGN, Directiva 001, cit., párr. 229; FGN, Directiva 002 del 9 de diciembre 
de 2015, cit. 
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No limitar la agrupación y concentración del universo  
de casos a una presentación de los hechos  
que solamente incluya a los actores sobre los que  
la Jurisdicción Especial para la Paz tiene competencia
De acuerdo con el documento “Criterios y metodología de priorización 
de casos y situaciones en la [SRVR]”, para iniciar el proceso de prioriza-
ción de situaciones y casos es necesaria una demarcación del universo de 
hechos, agrupados en categorías provisionales. Según el mismo docu-
mento, los hechos agrupados deben cumplir los factores de competen-
cia material, personal y temporal de la JEP y la SRVR. La sala deno-
mina ese proceso como agrupación (“construcción y delimitación de 
universos provisionales de casos y situaciones competencia de la SRVR”) 
y concentración (“el conjunto de labores preliminares que le permiten a 
la SRVR focalizar su trabajo en la recolección y el análisis de información 
sobre determinados grupos de personas o de casos”) ( JEP, 2018b, p. 9).
Un entendimiento textual del documento puede generar problemas, 
especialmente dado que los terceros civiles y los agentes estatales no com-
batientes solo son sujetos de la competencia de la JEP si así lo solicitan 
explícitamente. En efecto, la construcción de universos de casos solo a 
partir de la agrupación y concentración de hechos que cumplen todos los 
requisitos de competencia de la JEP y la SRVR puede llevar a visiones ses-
gadas sobre el conflicto armado, la responsabilidad de los distintos actores 
en el mismo, y los temas que tienen que abordar los comparecientes para 
cumplir su obligación de aportar verdad plena.
Uno de los ejemplos más claros de esto concierne a la responsabili-
dad de los actores económicos. Entender que la agrupación y concentra-
ción de los delitos o hechos en que aquellos participaron para iniciar el 
proceso de priorización debería exclusivamente enfocarse en la respon-
sabilidad de los actores sobre los que la JEP tiene competencia personal 
implicaría perder de vista el rol que estos pudieron jugar en la financiación 
y perpetuación de ciclos de violencia armada en el país.
Dado que la construcción del universo provisional de casos es una 
herramienta dentro de una estrategia de priorización para la investigación 
y el procesamiento, no existe necesidad de limitarlo a hechos que cumplan 
todos los factores de competencia de la JEP y la SRVR. Más bien parecería 
que el único límite sería lo que definitivamente no es competencia de la 
jurisdicción, es decir, aquellos hechos que no tienen relación o conexión 
alguna con el conflicto armado interno.
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Fuera de eso, no existe razón alguna para no incluir hechos dentro de 
dicho universo, pues este sirve para direccionar la investigación y el pro-
cesamiento, avanzar en la estrategia de tramitación de casos de la SRVR y 
filtrar hechos y sujetos. Mientras un caso que involucre a un tercero civil 
o un agente estatal no combatiente no sea llevado ante la jurisdicción para 
ser decidido, no existe ningún impedimento, ni constitucional ni legal, 
para considerarlo a la hora de establecer la necesidad de priorizar una si-
tuación o unos casos.
Tener el lente de los terceros podría servirle a la Sala para agrupar 
casos o situaciones de modo que se tenga información relativamente con-
solidada, pero como no puede avanzar más allá de ese procesamiento ini-
cial de la información tendría entonces que remitir a la justicia ordinaria 
lo que consolide.3
En las decisiones sobre priorización y selección  
de situaciones y casos es necesario tener en cuenta  
la responsabilidad de actores económicos
Si no se priorizan y seleccionan casos en los que estén involucrados todos 
los actores del conflicto, incluso los actores económicos, la misión de la 
JEP de darle un fin al conflicto armado no se llevará a cabo sino de manera 
parcial. Además, la priorización de casos especialmente importantes de 
responsabilidad de actores económicos es necesaria para lograr el objetivo 
de “rendir cuentas a la ciudadanía de dotar de legitimidad la justicia admi-
nistrada por la JEP” ( JEP, 2018b, p. 9).
La competencia limitada de la JEP sobre actores económicos causa 
problemas en el momento de la priorización y selección de casos. Esto se 
demuestra, por ejemplo, en el Auto 40 de la SRVR (Radicado 004, “Situa-
ción territorial de la región de Urabá”), que identifica como los victima-
rios a miembros de la fuerza pública y de las FARC, sin poder incluir a los 
actores económicos por falta de competencia, aunque amplia información 
sugiere que aquellos también hayan jugado un papel de suma importancia 
en los hechos priorizados, especialmente con respecto al desplazamiento 
forzado, apropiación ilegal de tierras y daños ambientales.4
3 Ver supra apartado “Compulsas de copias: implementación y seguimiento”.
4 Jurisdicción Especial para la Paz. Sala de Reconocimiento de Verdad, de 
Responsabilidad y de Determinación de los Hechos y Conductas, Auto 
040 de 2018. 
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Sin embargo, dado que la competencia de la JEP se concentra en de-
velar estructuras criminales y planes de acción en los que ocurrieron los 
crímenes internacionales, su metodología de investigación debe dirigirse a 
reconstruir dichas dinámicas territoriales de la guerra y, a partir de ello, in-
dividualizar a los máximos responsables, quienes caen en su competencia.
Basado en esta metodología y en la información recolectada en la 
construcción de contextos y durante las fases de agrupación y concen-
tración relativa a la participación de actores económicos en situaciones 
o casos priorizados o seleccionados con respecto a otros victimarios, la 
priorización o selección podría extenderse a actores económicos si en un 
momento futuro se someten voluntariamente a la JEP y cumplen los crite-
rios de priorización y selección.5
La priorización y la selección de casos de actores económicos so-
bre los que la JEP tiene competencia también se pueden hacer necesarias 
si los criterios al respecto se dan justamente por las características de su 
participación.
Acercarse a decisiones sobre priorización y selección,  
e interpretar los criterios relevantes teniendo en cuenta  
las particularidades de la participación de los terceros  
en el conflicto armado
Como se enfatizó a lo largo de este documento, la manera en la que ter-
ceros, incluso actores económicos, participaron en el conflicto armado es 
distinta a la de los miembros de los grupos armados y de la fuerza públi-
ca. Estas diferencias no solamente tienen importancia en el momento de 
conceptualizar su responsabilidad por su participación en crímenes co-
metidos en relación con el conflicto armado, sino también en el contexto 
de pensar las decisiones de priorización y selección, y de interpretar los 
criterios relevantes.
Gravedad de los hechos
Con respecto al criterio de la gravedad de los hechos y las conductas, ma-
nifestado por el “grado de afectación de derechos fundamentales indivi-
duales y colectivos; modalidad de la comisión de los hechos en términos 
de violencia y sistematicidad” (art. 19 ley estatutaria), parece que la inves-
tigación de la responsabilidad de los actores económicos requiere pocas 
5 Ver supra apartado “Notificación previa al tercero para que decida partici-
par o no en el proceso penal especial de la JEP”. 
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consideraciones específicas. Más bien, se trata simplemente de un grupo 
adicional de victimarios cuya responsabilidad tiene que ser indagada en el 
contexto de la investigación de crímenes o situaciones de especial gravedad.
En el contexto de decisiones sobre priorización y selección basados 
en la gravedad de los hechos, tener en cuenta en las consideraciones la res-
ponsabilidad de actores económicos significa principalmente incluirlos en 
una investigación holística de los hechos. Si se demuestra su participación 
determinante –y la JEP tiene competencia sobre ellos por su sometimiento 
voluntario– se debe contemplar incluirlos en las decisiones de priorización 
o selección. Si la investigación sugiere la responsabilidad de actores econó-
micos que no se acogieron a la JEP, sería oportuno compulsar copias a la 
jurisdicción ordinaria.
Representatividad de los hechos
En lo que concierne a la representatividad de los hechos, muchos críme-
nes serán representativos por razones distintas al papel que los actores 
económicos jugaron en su comisión. En estos casos, la investigación de su 
rol sería un elemento más de una investigación holística, que no influiría 
en la decisión de si un caso debería ser o no priorizado o seleccionado.
Sin embargo, en algunos casos se podría pensar que el patrón crimi-
nal se da justamente por la manera y las consecuencias de la colaboración 
de los actores económicos con los grupos armados en ciertos crímenes, o 
que la importancia del caso proviene de las características de los actores 
económicos. Así, dada la naturaleza paradigmática de la colaboración por 
financiación y en el contexto del despojo sería oportuna la priorización y 
selección de algunos casos paradigmáticos de financiación y de despojo 
para demostrar el modus operandi y establecer patrones de criminalidad 
(Michalowski et al., 2018, pp. 271-277).
Características y representatividad de los presuntos 
responsables
Quizás el punto más importante y desafiante en el contexto de la priori-
zación y selección de casos de responsabilidad de actores económicos se 
refiere a las características de los responsables: participación activa o de-
terminante como máximos responsables en la comisión de los crímenes 
de competencia de la JEP. En la discusión de cómo determinar la respon-
sabilidad de los actores económicos ya ofrecimos algunas reflexiones al 
respecto. Sin embargo, en el contexto de la priorización y selección se trata 
de definir, además, los casos de más alta gravedad y representatividad.
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El documento “Criterios y metodología de priorización de casos y 
situaciones en la [SRVR]” ( JEP, 2018b) identifica los siguientes criterios 
para definir la representatividad de los presuntos responsables:
 ■ Participación determinante en la comisión de los crímenes de 
personas con altos rangos dentro de la organización o institución.
 ■ Partícipes que, independientemente de la posición o participa-
ción en la estructura, tienen responsabilidad directa y determi-
nante en la comisión de delitos particularmente graves.
Mientras que algunos actores económicos formaban parte de los al-
tos rangos de grupos armados ( JEP, 2018b), la gran mayoría de ellos no 
caerá en esta categoría. Según el documento de la SRVR, aquellos enton-
ces necesitarían haber tenido una responsabilidad directa y determinante en 
la comisión de delitos particularmente graves. A la luz de las caracterís-
ticas de la participación de los actores económicos en los crímenes co-
metidos en el contexto del conflicto armado, este criterio podría limitar 
indebidamente las posibilidades de incluir a estos actores en decisiones 
de priorización y selección. Por esto es necesario dar una interpretación 
amplia a este criterio cuando se aplique a actores económicos.
Esto, teniendo en cuenta que el criterio de la representatividad de 
los responsables “responde principalmente a la intención de poner el foco 
[…] en las estructuras que hicieron posible la comisión de las atrocidades 
masivas […] así como en aquellas personas y crímenes sobre los cuales 
debe recaer un mayor reproche” (Uprimny, Sánchez y Sánchez, 2014, p. 
125).
Esto también se ve reflejado en la Directiva 001 de la FGN cuando 
menciona la posibilidad de priorizar casos de financiadores y auspiciado-
res de los grupos armados como máximos responsables:
De tal manera se consideró que el fin del criterio subjetivo en 
razón al autor debería ser perseguir a las personas que tuviesen 
el máximo nivel de responsabilidad, de acuerdo con una serie de 
elementos que permiten entender configurado el criterio, como 
lo son: mandos medios que dominaban la estructura criminal, 
o financiadores y colaboradores, dentro del marco de impacto 
simbólico de la persecución penal y del alcance ejemplarizante 
de la pena. Esto último, con el objeto de brindar niveles más ele-
vados de verdad y reparación para las víctimas.6 
6 FGN, Directiva 001, cit., p. 14.
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De igual manera, en la Sentencia C-674 de 2017, sobre el Acto Le-
gislativo 01 de 2017, la Corte incluso incluyó la complicidad en las mo-
dalidades de participación que tienen relevancia para determinar quiénes 
eran los máximos responsables de un crimen.7
Esto demuestra claramente que la participación de actores econó-
micos puede ser de importancia suficiente para justificar, e incluso ha-
cer necesaria, la priorización y selección de su responsabilidad para el 
juzgamiento.
Entre los factores que pueden tener relevancia para estas decisiones 
se puede pensar en los siguientes: i) si un actor económico fue instigador 
de un crimen; ii) si estuvo tan cercanamente vinculado con la estructura 
del grupo armado que se puede ver como miembro de la cúpula; iii) si su 
participación fue basada en un plan común con el grupo; iv) si los críme-
nes fueron cometidos para beneficiar al actor económico; v) la importan-
cia y el grado e impacto de la colaboración en la comisión de los crímenes 
del grupo armado.
7 Corte Constitucional, Sentencia C-674 de 2017, M. P. Luis Guillermo Gue-
rrero Pérez, párr. 5.5.1.9., p. 364. Además, recordó que el Código Penal y 
el Código Penal Militar contemplan distintas formas de autoría y participa-
ción, con figuras como la autoría mediata, la coautoría, la instigación y la 
complicidad. 
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